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LEGISLACIÓN 
 

 

 

         

España 

1/2/2021 

Resolución de 19 de enero de 2021, de la Dirección General de la Agencia Estatal de Administración 
Tributaria, por la que se aprueban las directrices generales del Plan Anual de Control Tributario y 
Aduanero de 2021. 

2/2/2021 

Circular 2/2021, de 28 de enero, del Banco de España, que modifica la Circular 8/2015, de 18 de 
diciembre, del Banco de España, a las entidades y sucursales adscritas al Fondo de Garantía de 
Depósitos de Entidades de Crédito, sobre información para determinar las bases de cálculo de las 
aportaciones al Fondo de Garantía de Depósitos de Entidades de Crédito. 

Resolución de 1 de febrero de 2021, del Banco de España, por la que se publican determinados tipos 
de interés oficiales de referencia del mercado hipotecario. 

3/2/2021 

Corrección de errores de la Ley 8/2020, de 16 de diciembre, por la que se adoptan determinadas 
medidas urgentes en materia de agricultura y alimentación. 

Real Decreto-ley 3/2021, de 2 de febrero, por el que se adoptan medidas para la reducción de la 
brecha de género y otras materias en los ámbitos de la Seguridad Social y económico. 

Orden PCM/79/2021, de 2 de febrero, por la que se publica el Acuerdo del Consejo de Ministros de 2 
de febrero de 2021, por el que se establecen medidas excepcionales para limitar la propagación y el 
contagio por el COVID-19, mediante la limitación de los vuelos entre la República Federativa de Brasil 
y la República de Sudáfrica y los aeropuertos españoles. 

4/2/2021 

Resolución de 28 de enero de 2021, del Congreso de los Diputados, por la que se ordena la 
publicación del Acuerdo de convalidación del Real Decreto-ley 35/2020, de 22 de diciembre, de 
medidas urgentes de apoyo al sector turístico, la hostelería y el comercio y en materia tributaria. 

Resolución de 28 de enero de 2021, del Congreso de los Diputados, por la que se ordena la 
publicación del Acuerdo de convalidación del Real Decreto-ley 36/2020, de 30 de diciembre, por el 
que se aprueban medidas urgentes para la modernización de la Administración Pública y para la 
ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia. 

Resolución de 28 de enero de 2021, del Congreso de los Diputados, por la que se ordena la 
publicación del Acuerdo de convalidación del Real Decreto-ley 37/2020, de 22 de diciembre, de 
medidas urgentes para hacer frente a las situaciones de vulnerabilidad social y económica en el 
ámbito de la vivienda y en materia de transportes. 

Resolución de 28 de enero de 2021, del Congreso de los Diputados, por la que se ordena la 
publicación del Acuerdo de convalidación del Real Decreto-ley 38/2020, de 29 de diciembre, por el 
que se adoptan medidas de adaptación a la situación de Estado tercero del Reino Unido de Gran 
Bretaña e Irlanda del Norte tras la finalización del período transitorio previsto en el Acuerdo sobre la 
retirada del Reino Unión de Gran Bretaña e Irlanda del Norte de la Unión Europea y de la Comunidad 
Europea de la Energía Atómica, de 31 de enero de 2020. 
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Resolución de 28 de enero de 2021, del Congreso de los Diputados, por la que se ordena la 
publicación del Acuerdo de convalidación del Real Decreto-ley 39/2020, de 29 de diciembre, de 
medidas financieras de apoyo social y económico y de cumplimiento de la ejecución de sentencias. 

Resolución de 18 de enero de 2021, de la Dirección General de la Agencia Estatal de Administración 
Tributaria, por la que se definen el procedimiento y las condiciones para el pago de deudas mediante 
transferencias a través de entidades colaboradoras en la gestión recaudatoria encomendada a la 
Agencia Estatal de Administración Tributaria. 

Orden ISM/83/2021, de 1 de febrero, por la que se modifica la Orden ISM/48/2021, de 25 de enero, 
por la que se establecen las normas reguladoras de la expedición de órdenes de pago a justificar en 
el Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones. 

Resolución de 25 de enero de 2021, de la Dirección General de Política Energética y Minas, por la 
que se publica la capacidad asignada y disponible en los almacenamientos subterráneos básicos de 
gas natural para el período comprendido entre el 1 de abril de 2021 y el 31 de marzo de 2022. 

Resolución de 25 de enero de 2021, de la Dirección General del Tesoro y Política Financiera, por la 
que se publican los resultados de las subastas de Bonos y Obligaciones del Estado celebradas el día 
21 de enero de 2021. 

5/2/2021 

Resolución de 2 de febrero de 2021, de la Secretaría General del Tesoro y Financiación Internacional, 
por la que se actualiza el Anexo 1 incluido en la Resolución de 4 de julio de 2017, de la Secretaría 
General del Tesoro y Política Financiera, por la que se define el principio de prudencia financiera 
aplicable a las operaciones de endeudamiento y derivados de las comunidades autónomas y 
entidades locales. 

Orden ISM/87/2021, de 1 de febrero, por la que se establecen para el año 2021 las bases de 
cotización a la Seguridad Social de los trabajadores del Régimen Especial de la Seguridad Social de 
los Trabajadores del Mar incluidos en los grupos segundo y tercero. 

Resolución de 4 de febrero de 2021, de la Secretaría de Estado de Energía, por la que se publica el 
Acuerdo del Consejo de Ministros de 2 de febrero de 2021, por el que se determina la obligación de 
presentar ofertas de compra y venta a los operadores dominantes en el sector del gas natural. 

Resolución de 28 de enero de 2021, de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, por 
la que se establece provisionalmente la retribución de las empresas distribuidoras de energía eléctrica 
para el ejercicio 2021. 

Resolución de 28 de enero de 2021, de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, por 
la que se establece provisionalmente la retribución de las empresas titulares de instalaciones de 
transporte de energía eléctrica para el ejercicio 2021. 

6/2/2021 

Corrección de errores de la Resolución de 19 de enero de 2021, de la Dirección General de la Agencia 
Estatal de Administración Tributaria, por la que se aprueban las directrices generales del Plan Anual 
de Control Tributario y Aduanero de 2021. 

Resolución de 2 de febrero de 2021, de la Presidencia de la Agencia Estatal de Administración 
Tributaria, por la que se corrigen errores en la de 13 de enero de 2021, por la que se establece la 
estructura y organización territorial de la Agencia Estatal de Administración Tributaria. 

Resolución de 2 de febrero de 2021, de la Secretaría de Estado de Derechos Sociales, por la que se 
publica el listado de las entidades del Tercer Sector que tienen la consideración de mediadores 
sociales colaboradores de la Administración General del Estado, a los efectos de las acreditaciones 
de los requisitos que dan derecho al reconocimiento de la condición de consumidor vulnerable o 
vulnerable severo, de acuerdo con el Real Decreto-ley 37/2020, de 22 de diciembre, de medidas 
urgentes para hacer frente a las situaciones de vulnerabilidad social y económica en el ámbito de la 
vivienda y en materia de transportes. 
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8/2/2021 

Enmiendas al Código Internacional de Estabilidad sin Avería, 2008 (Código IS 2008) adoptadas en 
Londres el 24 de mayo de 2018 mediante la Resolución MSC. 443(99). 

Instrumento de Aprobación de la Enmienda al artículo 38 de los Estatutos de la Organización Mundial 
del Turismo (OMT), adoptada por la Asamblea General de la OMT en Cartagena de Indias el 29 de 
noviembre de 2007, mediante Resolución A/RES/521(XVII). 

Modificaciones del Reglamento del Tratado de cooperación en materia de patentes (PCT) adoptadas 
el 2 de octubre de 2018 por la Asamblea de la Unión Internacional de Cooperación en materia de 
patentes (Unión PCT) en su 50º periodo de sesiones (29º extraordinario). 

9/2/2021 

Modificaciones al Reglamento del Tratado de cooperación en materia de patentes (PCT) adoptadas 
el 9 de octubre de 2019 por la Asamblea de la Unión Internacional de Cooperación en materia de 
patentes (Unión PCT) en su 51º periodo de sesiones (22º ordinario). 

Resolución de 29 de enero de 2021, de la Secretaría General Técnica, sobre aplicación del artículo 
24.2 de la Ley 25/2014, de 27 de noviembre, de Tratados y otros Acuerdos Internacionales. 

Orden INT/98/2021, de 8 de febrero, por la que se prorrogan los controles en la frontera interior 
terrestre con Portugal, restablecidos con motivo de la situación de crisis sanitaria ocasionada por la 
COVID-19. 

10/2/2021 

Enmiendas al Código Internacional de Estabilidad sin Avería, 2008 (Código IS 2008) adoptadas en 
Londres el 24 de mayo de 2018 mediante la Resolución MSC. 444(99). 

Enmiendas de 2016 al código internacional sobre el programa mejorado de inspecciones durante los 
reconocimientos de graneleros y petroleros, 2011 (Código ESP 2011) adoptadas en Londres el 25 de 
noviembre de 2016 mediante la Resolución MSC. 412(97). 

Acuerdo de 4 de febrero de 2021, de la Comisión Permanente del Consejo General del Poder Judicial, 
por el que se dispone que el Juzgado de lo Mercantil número 2 de Badajoz, se constituirá en Mérida, 
desde su puesta en funcionamiento, para despachar los asuntos de su competencia correspondientes 
a los partidos judiciales de Mérida, Almendralejo, Castuera, Don Benito, Fregenal, Herrera del Duque, 
Jerez de los Caballeros, Llerena, Montijo, Villanueva de la Serena y Villafranca de los Barros. 

Orden ETD/109/2021, de 9 de febrero, por la que se dispone la emisión de Obligaciones del Estado 
a cincuenta años mediante el procedimiento de sindicación. 

Resolución de 1 de febrero de 2021, del Banco de España, por la que publican los índices y tipos de 
referencia aplicables para el cálculo del valor de mercado en la compensación por riesgo de tipo de 
interés de los préstamos hipotecarios, así como para el cálculo del diferencial a aplicar para la 
obtención del valor de mercado de los préstamos o créditos que se cancelan anticipadamente. 

11/2/2021 

Resolución de 4 de febrero de 2021, del Congreso de los Diputados, por la que se ordena la 
publicación del Acuerdo de convalidación del Real Decreto-ley 1/2021, de 19 de enero, de protección 
de los consumidores y usuarios frente a situaciones de vulnerabilidad social y económica. 

Orden ETD/110/2021, de 9 de febrero, por la que se modifica la Orden ETD/920/2020, de 28 de 
septiembre, por la que se crea y regula el Consejo Consultivo para la Transformación Digital. 

Orden ETD/113/2021, de 10 de febrero, por la que se publican los resultados de emisión y se 
completan las características de las Obligaciones del Estado a cincuenta años que se emiten en el 
mes de febrero de 2021 mediante el procedimiento de sindicación. 
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12/2/2021 

Orden HAC/114/2021, de 5 de febrero, por la que se modifica la Orden HFP/1979/2016, de 29 de 
diciembre, por la que se aprueban las normas sobre los gastos subvencionables de los Programas 
Operativos del Fondo Europeo de Desarrollo Regional para el período 2014-2020. 

Orden CSM/115/2021, de 11 de febrero, por la que se establecen los requisitos de información y 
comercialización de mascarillas higiénicas. 

13/2/2021 

Orden PCM/118/2021, de 11 de febrero, por la que se publica el Acuerdo del Consejo de Ministros de 
9 de febrero de 2021, por el que se prorrogan los Acuerdos del Consejo de Ministros de 22 de 
diciembre de 2020 y de 2 de febrero de 2021, por los que, respectivamente, se establecen medidas 
excepcionales para limitar la propagación y el contagio por el COVID-19, mediante la limitación de los 
vuelos directos y buques de pasaje entre Reino Unido y los aeropuertos y puertos españoles; y los 
vuelos entre la República Federativa de Brasil y la República de Sudáfrica y los aeropuertos 
españoles. 

Orden CIN/119/2021, de 8 de febrero, por la que se crea la Sede Electrónica del Ministerio de Ciencia 
e Innovación. 

Resolución de 1 de febrero de 2021, de la Dirección General de Industria y de la Pequeña y Mediana 
Empresa, por la que se publica la relación de normas europeas que han sido ratificadas durante el 
mes de enero de 2021 como normas españolas. 

Resolución de 1 de febrero de 2021, de la Dirección General de Industria y de la Pequeña y Mediana 
Empresa, por la que se publica la relación de normas UNE aprobadas por la Asociación Española de 
Normalización, durante el mes de enero de 2021. 

Resolución de 1 de febrero de 2021, de la Dirección General de Industria y de la Pequeña y Mediana 
Empresa, por la que se someten a información pública los proyectos de norma UNE que la Asociación 
Española de Normalización tiene en tramitación, correspondientes al mes de enero de 2021. 

Resolución de 1 de febrero de 2021, de la Dirección General de Industria y de la Pequeña y Mediana 
Empresa, por la que se someten a información pública los proyectos de normas europeas e 
internacionales que han sido tramitados como proyectos de norma UNE por la Asociación Española 
de Normalización, correspondientes al mes de enero de 2021. 

Resolución de 1 de febrero de 2021, de la Dirección General de Industria y de la Pequeña y Mediana 
Empresa, por la que se publica la relación de normas UNE anuladas durante el mes de enero de 
2021. 

15/2/2021 

Orden CUD/123/2021, de 9 de febrero, por la que se establece la obligatoriedad de comunicaciones 
y notificaciones por medios electrónicos en el procedimiento de concesión de las ayudas para la 
modernización e innovación de las industrias culturales y creativas mediante proyectos digitales y 
tecnológicos. 

Acuerdo de 22 de diciembre de 2020, de la Comisión Permanente del Consejo General del Poder 
Judicial, por el que se publica el Acuerdo de 23 de noviembre de 2020, de la Sala de Gobierno del 
Tribunal Supremo, relativo a la composición y funcionamiento de las salas y secciones del Tribunal 
Supremo y asignación de ponencias para el año judicial 2021. 

Resolución de 5 de febrero de 2021, de la Secretaría de Estado de Política Territorial y Función 
Pública, por la que se da cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 22.2 de la Ley 3/2015, de 30 de 
marzo, reguladora del ejercicio del alto cargo de la Administración General del Estado. 

Resolución de 12 de febrero de 2021, de la Dirección General del Tesoro y Política Financiera, por la 
que se disponen determinadas emisiones de Bonos y Obligaciones del Estado en el mes de febrero 
de 2021 y se convocan las correspondientes subastas. 
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16/2/2021 

Ley Orgánica 1/2021, de 15 de febrero, de reforma de la Ley Orgánica 4/1982, de 9 de junio, de 
Estatuto de Autonomía de la Región de Murcia. 

Enmiendas de 2017 al Código internacional de seguridad para los buques que utilicen gases u otros 
combustibles de bajo punto de inflamación (Código IGF) adoptadas en Londres el 15 de junio de 2017 
mediante la Resolución MSC. 422(98). 

Acuerdo entre el Reino de España y la República Socialista de Vietnam sobre intercambio y protección 
mutua de información clasificada, hecho en Madrid el 27 de marzo de 2019. 

Orden APA/127/2021, de 8 de febrero, por la que se modifica la Orden AAA/1745/2012, de 26 de julio, 
por la que se crea la Comisión Ministerial de Seguimiento y Coordinación de Ayudas del Ministerio de 
Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente y de sus organismos públicos y entidades vinculadas o 
dependientes.  

18/2/2021 

Corrección de errores del Real Decreto-ley 3/2021, de 2 de febrero, por el que se adoptan medidas 
para la reducción de la brecha de género y otras materias en los ámbitos de la Seguridad Social y 
económico. 

Resolución de 10 de febrero de 2021, de la Secretaría General de Financiación Autonómica y Local, 
por la que se desarrolla la información a suministrar por las Corporaciones locales relativa al esfuerzo 
fiscal de 2019 y su comprobación en las Delegaciones de Economía y Hacienda. 

Orden SND/133/2021, de 17 de febrero, sobre las condiciones de cuarentena a las que deben 
someterse las personas procedentes de la República Federativa de Brasil y la República de Sudáfrica 
a su llegada a España, durante la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19. 

Resolución de 17 de febrero de 2021, del Banco de España, por la que se publican determinados 
tipos de interés oficiales de referencia del mercado hipotecario. 

19/2/2021 

Circular 2/2021, de 10 de febrero, de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, por la 
que se establece la metodología y condiciones del etiquetado de la electricidad para informar sobre 
el origen de la electricidad consumida y su impacto sobre el medio ambiente. 

Resolución de 8 de febrero de 2021, de la Dirección General del Tesoro y Política Financiera, por la 
que se publican los resultados de las subastas de Bonos y Obligaciones del Estado celebradas el día 
4 de febrero de 2021. 

22/2/2021 

Acuerdo de 4 de febrero de 2021, de la Comisión Permanente del Consejo General del Poder Judicial, 
por el que se publica el Acuerdo de 25 de enero de 2021, de la Sala de Gobierno del Tribunal 
Supremo, relativo a la composición de la Sección de Admisiones de la Sala de lo Contencioso-
Administrativo. 

Acuerdo de 21 de enero de 2021, de la Comisión Permanente del Consejo General del Poder Judicial, 
por el que se publica el Acuerdo de la Sala de Gobierno del Tribunal Superior de Justicia de la Región 
de Murcia, relativo a las normas de integración de la Sala, asignación de ponencias y reparto de la 
Sala de lo Civil y Penal, para el año 2021. 

Acuerdo de 21 de enero de 2021, de la Comisión Permanente del Consejo General del Poder Judicial, 
por el que se publica el Acuerdo de la Sala de Gobierno del Tribunal Superior de Justicia de la Región 
de Murcia, relativo a las normas de asignación y ponencias en la Sala del artículo 77 de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial, para el año 2021. 

Acuerdo de 21 de enero de 2021, de la Comisión Permanente del Consejo General del Poder Judicial, 
por el que se publica el Acuerdo de la Sala de Gobierno del Tribunal Superior de Justicia de la Región 
de Murcia, sobre normas de integración, asignación de ponencias y reparto de la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo. 
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Acuerdo de 21 de enero de 2021, de la Comisión Permanente del Consejo General del Poder Judicial, 
por el que se publica el Acuerdo de la Sala de Gobierno del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, 
relativo a la modificación de las normas de reparto de la Sala de lo Civil y Penal. 

23/02/2021 

Corrección de errores de la Ley Orgánica 3/2020, de 29 de diciembre, por la que se modifica la Ley 
Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación. 

Resolución de 11 de febrero de 2021, de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, 
por la que se establece la retribución para el año de gas 2021 (de 1 de enero a 30 de septiembre de 
2021) de las empresas que realizan las actividades reguladas de plantas de gas natural licuado, de 
transporte y de distribución. 

24/2/2021 

Instrumento de ratificación del Acuerdo de asociación global y reforzado entre la Unión Europea y la 
Comunidad Europea de la Energía Atómica y sus Estados Miembros, por una parte, y la República 
de Armenia, por otra, hecho en Bruselas el 24 de noviembre de 2017. 

Resolución de 18 de febrero de 2021, del Congreso de los Diputados, por la que se ordena la 
publicación del Acuerdo de convalidación del Real Decreto-ley 2/2021, de 26 de enero, de refuerzo y 
consolidación de medidas sociales en defensa del empleo. 

Resolución de 18 de febrero de 2021, del Congreso de los Diputados, por la que se ordena la 
publicación del Acuerdo de convalidación del Real Decreto-ley 3/2021, de 2 de febrero, por el que se 
adoptan medidas para la reducción de la brecha de género y otras materias en los ámbitos de la 
Seguridad Social y económico. 

Real Decreto 117/2021, de 23 de febrero, por el que se modifica el Real Decreto 219/2001, de 2 de 
marzo, sobre organización y funcionamiento del Consejo para el Fomento de la Economía Social. 

Acuerdo de 18 de febrero de 2021, de la Comisión Permanente del Consejo General del Poder 
Judicial, por el que se aprueba prórroga, en el funcionamiento del segundo Juzgado de Instrucción 
de guardia, para enjuiciamiento de delitos leves inmediatos, en el partido judicial de Barcelona. 

Resolución de 11 de febrero de 2021, de la Dirección General del Tesoro y Política Financiera, por la 
que se publican los resultados de las subastas de Letras del Tesoro a seis y doce meses 
correspondientes a las emisiones de fecha 12 de febrero de 2021. 

25/2/2021 

Resolución de 16 de febrero de 2021, del Departamento de Recaudación de la Agencia Estatal de 
Administración Tributaria, por la que se establecen las condiciones para el cargo centralizado de las 
deudas que constituyen recursos de los Organismos Autónomos de la Administración General del 
Estado para su gestión recaudatoria ejecutiva y para los intercambios de información que se deriven 
de dicha gestión. 

Orden INT/156/2021, de 23 de febrero, por la que se modifica el Anexo VII del Reglamento General 
de Conductores, aprobado por el Real Decreto 818/2009, de 8 de mayo. 

Acuerdo de 18 de febrero de 2021, del Pleno del Tribunal Constitucional, sobre tratamiento de datos 
de carácter personal. 

Acuerdo de 21 de enero de 2021, de la Comisión Permanente del Consejo General del Poder Judicial, 
por el que se publica el Acuerdo de la Sala de Gobierno de la Audiencia Nacional, relativo a las normas 
sobre composición y funcionamiento de la Sala de lo Social. 

Acuerdo de 21 de enero de 2021, de la Comisión Permanente del Consejo General del Poder Judicial, 
por el que se publica el Acuerdo de la Sala de Gobierno de la Audiencia Nacional, relativo a las normas 
sobre composición y funcionamiento de la Sala de lo Contencioso-Administrativo. 

Acuerdo de 21 de enero de 2021, de la Comisión Permanente del Consejo General del Poder Judicial, 
por el que se publica el Acuerdo de la Sala de Gobierno de la Audiencia Nacional, relativo a las normas 
sobre composición y funcionamiento de la Sala de Apelación. 
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PDF%20(BOE-A-2021-2899%20-%2031%20págs.%20-%20937%20KB)
PDF%20(BOE-A-2021-2900%20-%202%20págs.%20-%20157%20KB)
PDF%20(BOE-A-2021-2900%20-%202%20págs.%20-%20157%20KB)
https://www.boe.es/boe/dias/2021/02/25/pdfs/BOE-A-2021-2940.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2021/02/25/pdfs/BOE-A-2021-2940.pdf
PDF%20(BOE-A-2021-2941%20-%201%20pág.%20-%20209%20KB)
PDF%20(BOE-A-2021-2941%20-%201%20pág.%20-%20209%20KB)
PDF%20(BOE-A-2021-2941%20-%201%20pág.%20-%20209%20KB)
PDF%20(BOE-A-2021-2942%20-%2010%20págs.%20-%20269%20KB)
PDF%20(BOE-A-2021-2942%20-%2010%20págs.%20-%20269%20KB)
PDF%20(BOE-A-2021-2942%20-%2010%20págs.%20-%20269%20KB)
PDF%20(BOE-A-2021-2943%20-%206%20págs.%20-%20267%20KB)
PDF%20(BOE-A-2021-2943%20-%206%20págs.%20-%20267%20KB)
PDF%20(BOE-A-2021-2943%20-%206%20págs.%20-%20267%20KB)
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Acuerdo de 21 de enero de 2021, de la Comisión Permanente del Consejo General del Poder Judicial, 
por el que se publica el Acuerdo de la Sala de Gobierno de la Audiencia Nacional, relativo a las normas 
sobre composición y funcionamiento de la Sala de lo Penal. 

Acuerdo de 21 de enero de 2021, de la Comisión Permanente del Consejo General del Poder Judicial, 
por el que se publica el Acuerdo de la Sala de Gobierno del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-
La Mancha, relativo a las normas sobre composición, funcionamiento, asignación de ponencias y 
sustituciones entre los magistrados de las Salas de lo Civil y Penal, Contencioso-Administrativo y 
Social. 

Acuerdo de 27 de enero de 2021, de la Comisión Permanente del Consejo General del Poder Judicial, 
por el que se publica el Acuerdo del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco, relativo a las normas 
de reparto y asignación de ponencias de la Sala de lo Social. 

26/2/2021 

Convenio entre el Reino de España y Japón para eliminar la doble imposición en relación con los 
impuestos sobre la renta y prevenir la elusión y evasión fiscales y su Protocolo, hecho en Madrid el 
16 de octubre de 2018. 

Orden INT/161/2021, de 24 de febrero, por la que se prorroga la Orden INT/657/2020, de 17 de julio, 
por la que se modifican los criterios para la aplicación de una restricción temporal de viajes no 
imprescindibles desde terceros países a la Unión Europea y países asociados Schengen por razones 
de orden público y salud pública con motivo de la crisis sanitaria ocasionada por la COVID-19. 

Orden INT/162/2021, de 25 de febrero, por la que se prorrogan los controles en la frontera interior 
terrestre con Portugal, restablecidos con motivo de la situación de crisis sanitaria ocasionada por la 
COVID-19. 

27/2/2021 

Acuerdo internacional administrativo entre el Centro Nacional de Inteligencia del Reino de España y 
la Secretaría de la Defensa Nacional y la Secretaría de Marina de los Estados Unidos Mexicanos en 
relación con las medidas de seguridad para la protección de información clasificada en materia de 
seguridad y defensa, hecho en Madrid el 18 de noviembre de 2020. 

Corrección de errores del Acuerdo entre el Reino de España y la República Socialista de Vietnam 
sobre intercambio y protección mutua de información clasificada, hecho en Madrid el 27 de marzo de 
2019, publicado en el Boletín Oficial del Estado núm. 40, de fecha 16 de febrero de 2021. 

Orden HAC/171/2021, de 25 de febrero, por la que se aprueba el modelo 05, "Impuesto Especial 
sobre Determinados Medios de Transporte. Solicitud de no sujeción, exención y reducción de la base 
imponible", y se determinan el lugar, forma, plazo y el procedimiento para su presentación. 

Orden HAC/172/2021, de 25 de febrero, por la que se establecen la estructura y el funcionamiento 
del censo de obligados tributarios por el Impuesto Especial sobre la Electricidad, se aprueba el modelo 
560, “Impuesto Especial sobre la Electricidad. Autoliquidación”, y se determinan la forma y el 
procedimiento para su presentación. 

 

Derecho de la Unión Europea   

1/2/2021 

Reglamento (Euratom) 2021/100 del Consejo, de 25 de enero de 2021, por el que se establece un 
programa financiero específico para la clausura de instalaciones nucleares y la gestión de residuos 
radiactivos y se deroga el Reglamento (Euratom) núm. 1368/2013 del Consejo. 

http://www.araozyrueda.com/
PDF%20(BOE-A-2021-2944%20-%206%20págs.%20-%20244%20KB)
PDF%20(BOE-A-2021-2944%20-%206%20págs.%20-%20244%20KB)
PDF%20(BOE-A-2021-2944%20-%206%20págs.%20-%20244%20KB)
PDF%20(BOE-A-2021-2945%20-%207%20págs.%20-%20246%20KB)
PDF%20(BOE-A-2021-2945%20-%207%20págs.%20-%20246%20KB)
PDF%20(BOE-A-2021-2945%20-%207%20págs.%20-%20246%20KB)
PDF%20(BOE-A-2021-2945%20-%207%20págs.%20-%20246%20KB)
PDF%20(BOE-A-2021-2945%20-%207%20págs.%20-%20246%20KB)
PDF%20(BOE-A-2021-2946%20-%204%20págs.%20-%20226%20KB)
PDF%20(BOE-A-2021-2946%20-%204%20págs.%20-%20226%20KB)
PDF%20(BOE-A-2021-2946%20-%204%20págs.%20-%20226%20KB)
PDF%20(BOE-A-2021-2977%20-%2025%20págs.%20-%20382%20KB)
PDF%20(BOE-A-2021-2977%20-%2025%20págs.%20-%20382%20KB)
PDF%20(BOE-A-2021-2977%20-%2025%20págs.%20-%20382%20KB)
PDF%20(BOE-A-2021-2978%20-%202%20págs.%20-%20217%20KB)
PDF%20(BOE-A-2021-2978%20-%202%20págs.%20-%20217%20KB)
PDF%20(BOE-A-2021-2978%20-%202%20págs.%20-%20217%20KB)
PDF%20(BOE-A-2021-2978%20-%202%20págs.%20-%20217%20KB)
PDF%20(BOE-A-2021-2979%20-%202%20págs.%20-%20219%20KB)
PDF%20(BOE-A-2021-2979%20-%202%20págs.%20-%20219%20KB)
PDF%20(BOE-A-2021-2979%20-%202%20págs.%20-%20219%20KB)
PDF%20(BOE-A-2021-3098%20-%2012%20págs.%20-%20304%20KB)
PDF%20(BOE-A-2021-3098%20-%2012%20págs.%20-%20304%20KB)
PDF%20(BOE-A-2021-3098%20-%2012%20págs.%20-%20304%20KB)
PDF%20(BOE-A-2021-3098%20-%2012%20págs.%20-%20304%20KB)
PDF%20(BOE-A-2021-3099%20-%201%20pág.%20-%20217%20KB)
PDF%20(BOE-A-2021-3099%20-%201%20pág.%20-%20217%20KB)
PDF%20(BOE-A-2021-3099%20-%201%20pág.%20-%20217%20KB)
PDF%20(BOE-A-2021-3100%20-%208%20págs.%20-%20292%20KB)
PDF%20(BOE-A-2021-3100%20-%208%20págs.%20-%20292%20KB)
PDF%20(BOE-A-2021-3100%20-%208%20págs.%20-%20292%20KB)
PDF%20(BOE-A-2021-3101%20-%2012%20págs.%20-%20289%20KB)
PDF%20(BOE-A-2021-3101%20-%2012%20págs.%20-%20289%20KB)
PDF%20(BOE-A-2021-3101%20-%2012%20págs.%20-%20289%20KB)
PDF%20(BOE-A-2021-3101%20-%2012%20págs.%20-%20289%20KB)
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32021R0100&from=ES
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32021R0100&from=ES
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32021R0100&from=ES
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Información relativa a la fecha de entrada en vigor de las modificaciones de los anexos 14-A y 14-B y 
de los apéndices 2-C-1 y 2-C-2 del Acuerdo entre la Unión Europea y Japón relativo a una Asociación 
Económica. 

Decisión núm. 1/2021 del Comité Mixto en el marco del Acuerdo entre la Unión Europea y Japón 
relativo a una Asociación Económica, de 25 de enero de 2021, relativa a las modificaciones del anexo 
14-A y el anexo 14-B sobre indicaciones geográficas [2021/109]. 

Decisión núm. 2/2021 del Comité Mixto creado por el Acuerdo entre la Unión Europea y Japón relativo 
a una asociación económica, de 25 de enero de 2021, sobre la modificación de los apéndices 2-C-1 
y 2-C-2 del anexo 2-C sobre vehículos de motor y sus componentes [2021/110]. 

Corrección de errores del Protocolo del Acuerdo por el que se establece una Asociación entre La 
Unión Europea y sus Estados miembros, por un lado, y Centroamérica, por otro, para tener en cuenta 
la Adhesión de la República de Croacia a la Unión Europea (DO L 441 de 30.12.2020). 

Lista de nombramientos efectuados por el Consejo entre enero y diciembre de 2020 (ámbito social). 

2/2/2021  

Reglamento de Ejecución (UE) 2021/116 de la Comisión, de 1 de febrero de 2021, relativo a la 
creación del Proyecto Común Uno de apoyo a la ejecución del Plan Maestro de Gestión del Tránsito 
Aéreo europeo, previsto en el Reglamento (CE) núm. 550/2004 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, y por el que se modifica el Reglamento de Ejecución (UE) núm. 409/2013 de la Comisión y 
se deroga el Reglamento de Ejecución (UE) núm. 716/2014 de la Comisión (Texto pertinente a efectos 
del Espacio Económico Europeo).  

Recomendación (UE) 2021/119 del Consejo, de 1 de febrero de 2021, por la que se modifica la 
Recomendación (UE) 2020/1475 sobre un enfoque coordinado de la restricción de la libre circulación 
en respuesta a la pandemia de COVID-19 (Texto pertinente a efectos del Espacio Económico 
Europeo). 

Dictamen del Comité Europeo de las Regiones — El impacto del cambio climático en las regiones: 
evaluación del Pacto Verde Europeo. 

3/2/2021 

Decisión (UE) 2021/121 del Consejo, de 28 de enero de 2021, sobre la posición que debe adoptarse, 
en nombre de la Unión Europea, en respuesta a la circular remitida por la Organización de Aviación 
Civil Internacional en relación con la enmienda 28 del anexo 9, capítulo 9, sección D, del Convenio 
sobre Aviación Civil Internacional. 

Decisión (UE) 2021/124 del Banco Central Europeo, de 29 de enero de 2021, por la que se modifica 
la Decisión (UE) 2019/1311 sobre la tercera serie de operaciones de financiación a plazo más largo 
con objetivo específico (BCE/2021/3). 

Protocolo del Acuerdo por el que se establece una Asociación entre La Unión Europea y sus Estados 
miembros, por un lado, y Centroamérica, por otro, para tener en cuenta la Adhesión de la República 
de Croacia a la Unión Europea. 

4/2/2021 

Recomendación (UE) 2021/132 del Consejo, de 2 de febrero de 2021, por la que se modifica la 
Recomendación (UE) 2020/912 del Consejo sobre la restricción temporal de los viajes no esenciales 
a la UE y el posible levantamiento de dicha restricción. 

5/2/2021 

Decisión Delegada (UE, EURATOM) 2021/135 de la Comisión de 12 de noviembre de 2020 que 
completa el Reglamento (UE, Euratom) 2018/1046 del Parlamento Europeo y del Consejo con 
condiciones detalladas para el cálculo de la tasa de provisión efectiva del fondo de provisión común. 

  

http://www.araozyrueda.com/
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:22021X0201(01)&from=ES
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:22021X0201(01)&from=ES
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:22021X0201(01)&from=ES
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:22021D0109&from=ES
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:22021D0109&from=ES
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:22021D0109&from=ES
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:22021D0110&from=ES
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:22021D0110&from=ES
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:22021D0110&from=ES
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:22020A1230(01)R(01)&from=ES
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:22020A1230(01)R(01)&from=ES
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:22020A1230(01)R(01)&from=ES
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:52021XG0201(01)&from=ES
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32021R0116&from=ES
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32021R0116&from=ES
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32021R0116&from=ES
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32021R0116&from=ES
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32021R0116&from=ES
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32021R0116&from=ES
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32021R0116&from=ES
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32021H0119&from=ES
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32021H0119&from=ES
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32021H0119&from=ES
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32021H0119&from=ES
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:52020IR3120&from=ES
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:52020IR3120&from=ES
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32021D0121&from=ES
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32021D0121&from=ES
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32021D0121&from=ES
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32021D0121&from=ES
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32021D0124&from=ES
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32021D0124&from=ES
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32021D0124&from=ES
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=uriserv%3AOJ.L_.2021.039.01.0001.01.SPA&toc=OJ%3AL%3A2021%3A039%3ATOC
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=uriserv%3AOJ.L_.2021.039.01.0001.01.SPA&toc=OJ%3AL%3A2021%3A039%3ATOC
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=uriserv%3AOJ.L_.2021.039.01.0001.01.SPA&toc=OJ%3AL%3A2021%3A039%3ATOC
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32021H0132&from=ES
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32021H0132&from=ES
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32021H0132&from=ES
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32021D0135&from=ES
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32021D0135&from=ES
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32021D0135&from=ES
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8/2/2021 

Recomendación de la Junta Europea de Riesgo Sistémico, de 22 de diciembre de 2020, por la que 
se modifica la Recomendación JERS/2015/2 sobre la determinación de los efectos transfronterizos y 
la reciprocidad voluntaria de las medidas de política macroprudencial, (JERS/2020/16). 

10/2/2021 

Reglamento interno del Comité Económico y Social Europeo — Enero de 2021. 

Adopción definitiva (EU, Euratom) 2021/118 del presupuesto rectificativo núm. 9 de la Unión Europea 
para el ejercicio 2020. 

Decisión de la Comisión, de 16 de diciembre de 2020, por la que se dan instrucciones al administrador 
central para que anote en el Diario de Transacciones de la Unión Europea los cuadros nacionales de 
asignación para la aviación de Bélgica, Bulgaria, Chipre, Chequia, Dinamarca, Alemania, Estonia, 
Irlanda, Grecia, España, Francia, Croacia, Islandia, Italia, Letonia, Lituania, Luxemburgo, Hungría, 
Malta, los Países Bajos, Noruega, Austria, Polonia, Portugal, Rumanía, Eslovenia, Eslovaquia, 
Finlandia y Suecia. 

12/2/2021 

Reglamento (UE) 2021/167 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 10 de febrero de 2021, por el 
que se modifica el Reglamento (UE) núm. 654/2014 sobre el ejercicio de los derechos de la Unión 
para aplicar y hacer cumplir las normas comerciales internacionales. 

Declaración conjunta de la Comisión, el Consejo y el Parlamento Europeo relativa a un instrumento 
para disuadir y contrarrestar las acciones coercitivas por parte de terceros países. 

Declaración conjunta del Parlamento Europeo, el Consejo y la Comisión. 

Declaración de la Comisión sobre el cumplimiento del Derecho internacional. 

Declaración de la Comisión (2021/C 49/04). 

Declaración de la Comisión (2021/C 49/05). 

15/2/2021 

Decisión (UE) 2021/174 del Banco Central Europeo, de 10 de febrero de 2021, por la que se modifica 
la Decisión (UE) 2020/440 sobre un programa temporal de compras de emergencia en caso de 
pandemia (BCE/2021/6). 

Decisión de la Comisión, de 27 de noviembre de 2015, que modifica la Decisión 2011/C 253/04, por 
la que se crea un Grupo de Expertos en el Mercado de Sistemas de Pago, a fin de prorrogar su 
período de validez. 

Decisión de la Comisión, de 2 de diciembre de 2020, que modifica la Decisión 2011/C 253/04, , por la 
que se crea un Grupo de Expertos en el Mercado de Sistemas de Pago, en lo que respecta a su 
período de validez. 

16/2/2021  

Reglamento (UE) 2021/177 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 10 de febrero de 2021, por el 
que se modifica el Reglamento (UE) n.o 223/2014 en lo que respecta a la introducción de medidas 
específicas para hacer frente a la crisis ligada al brote de COVID-19. 

Reglamento de Ejecución (UE) 2021/178 de la Comisión, de 8 de febrero de 2021, por el que se 
establece información técnica para el cálculo de las provisiones técnicas y los fondos propios básicos 
a efectos de la presentación de información con fecha de referencia comprendida entre el 31 de 
diciembre de 2020 y el 30 de marzo de 2021 de conformidad con la Directiva 2009/138/CE del 
Parlamento Europeo y del Consejo, sobre el acceso a la actividad de seguro y de reaseguro y su 
ejercicio (Texto pertinente a efectos del Espacio Económico Europeo). 

http://www.araozyrueda.com/
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32021Y0208(01)&from=ES
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32021Y0208(01)&from=ES
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32021Y0208(01)&from=ES
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32021Q0210(01)&from=ES
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32021B0118&from=ES
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32021B0118&from=ES
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32021D0210(01)&from=ES
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32021D0210(01)&from=ES
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32021D0210(01)&from=ES
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32021D0210(01)&from=ES
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32021D0210(01)&from=ES
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32021D0210(01)&from=ES
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32021R0167&from=ES
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32021R0167&from=ES
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32021R0167&from=ES
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32021C0212(01)&from=ES
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32021C0212(01)&from=ES
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32021C0212(02)&from=ES
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32021C0212(03)&from=ES
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32021C0212(04)&from=ES
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32021C0212(05)&from=ES
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32021D0174&from=ES
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32021D0174&from=ES
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32021D0174&from=ES
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32021D0215(01)&from=ES
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Decisión de las Partes contratantes del Acuerdo sobre la cooperación en materia de lucha contra la 
contaminación del Mar del Norte por hidrocarburos y otras sustancias peligrosas relativa a la adhesión 
del Reino de España al Acuerdo.  

Notificación por parte de la Unión Europea de conformidad con el Acuerdo de Comercio y Cooperación 
entre la Unión Europea y la Comunidad Europea de la Energía Atómica, por una parte, y el Reino 
Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte, por otra.   

17/2/2021 

Reglamento Delegado (UE) 2021/236 de la Comisión, de 21 de diciembre de 2020, por el que se 
modifican las normas técnicas establecidas en el Reglamento Delegado (UE) 2016/2251 en lo que 
respecta al calendario para el inicio de la aplicación de determinados procedimientos de gestión del 
riesgo a efectos del intercambio de garantías reales (Texto pertinente a efectos del Espacio 
Económico Europeo).  

Reglamento Delegado (UE) 2021/237 de la Comisión, de 21 de diciembre de 2020, que modifica las 
normas técnicas de regulación establecidas en los Reglamentos Delegados (UE) 2015/2205, (UE) 
2016/592 y (UE) 2016/1178 en lo relativo a la fecha en que surte efecto la obligación de compensación 
para determinados tipos de contratos (Texto pertinente a efectos del Espacio Económico Europeo).  

18/2/2021 

Reglamento (UE) 2021/240 del Parlamento Europeo y del Consejo de 10 de febrero de 2021 por el 
que se establece un instrumento de apoyo técnico. 

Reglamento (UE) 2021/241 del Parlamento Europeo y del Consejo de 12 de febrero de 2021 por el 
que se establece el Mecanismo de Recuperación y Resiliencia.  

Comunicación de la Comisión. Guía técnica sobre la aplicación del principio de «no causar un perjuicio 
significativo» en virtud del Reglamento relativo al Mecanismo de Recuperación y Resiliencia. 

Comisión Administrativa de Coordinación de los Sistemas de Seguridad Social — Costes medios de 
las prestaciones en especie. 

Actualización de la lista de pasos fronterizos mencionados en el artículo 2, apartado 8, del Reglamento 
(UE) 2016/399 del Parlamento Europeo y del Consejo, por el que se establece un Código de normas 
de la Unión para el cruce de personas por las fronteras (Código de fronteras Schengen). 

Declaración Común del Parlamento Europeo, del Consejo y de la Comisión sobre el establecimiento 
de requisitos de información para permitir la emisión de bonos que contribuyan a los objetivos 
medioambientales de NextGenerationEU. 

Declaración Común del Parlamento Europeo y de la Comisión sobre la recopilación de datos para 
controles y auditorías eficaces. 

Declaración adicional de la Comisión sobre la recopilación de datos para controles y auditorías 
eficaces. 

Declaración de la Comisión sobre la metodología para el seguimiento climático. 

19/2/2021  

Reglamento (UE) 2021/250 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de febrero de 2021, por el 
que se modifica el Reglamento (CEE) núm. 95/93 del Consejo en lo que respecta a la flexibilización 
temporal de las normas de utilización de las franjas horarias en los aeropuertos de la Unión debido a 
la crisis de la COVID-19 (Texto pertinente a efectos del Espacio Económico Europeo). 

Reglamento de Ejecución (UE) 2021/255 de la Comisión, de 18 de febrero de 2021, que modifica el 
Reglamento (UE) 2015/1998 por el que se establecen medidas detalladas para la aplicación de las 
normas básicas comunes de seguridad aérea (Texto pertinente a efectos del Espacio Económico 
Europeo). 
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Decisión núm. 1/2021 del Comité de Servicios e Inversión de 29 de enero de 2021 por la que se 
adopta un código de conducta de los miembros del Tribunal, de los miembros del Tribunal de 
Apelación y de los mediadores [2021/263]. 

Decisión núm. 1/2021 del Comité Mixto del CETA, de 29 de enero de 2021, por la que se regulan las 
cuestiones administrativas y organizativas relativas al funcionamiento del Tribunal de Apelación 
[2021/264]. 

Decisión núm. 2/2021 del Comité Mixto del CETA, de 29 de enero de 2021, por la que se adopta un 
procedimiento de adopción de interpretaciones de conformidad con el artículo 8.31, apartado 3, y el 
artículo 8.44, apartado 3, letra a), del CETA, como anexo de su Reglamento interno [2021/265]. 

Decisión núm. 2/2021 del Comité de Servicios e Inversión, de 29 de enero de 2021, por la que se 
adoptan reglas de mediación para que sean utilizadas por las partes en las diferencias en materia de 
inversiones [2021/266]. 

22/2/2021 

Reglamento (UE) 2021/267 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de febrero de 2021, por el 
que se establecen medidas específicas y temporales, como consecuencia de la persistencia de la 
crisis de la COVID-19, relativas a la renovación o prórroga de determinados certificados, permisos, 
licencias y autorizaciones, al aplazamiento de determinados controles periódicos y formación continua 
en ciertos ámbitos de la legislación en materia de transporte y a la ampliación de determinados 
períodos contemplados en el Reglamento (UE) 2020/698 (Texto pertinente a efectos del Espacio 
Económico Europeo).  

Decisión de Ejecución (UE) 2021/271 de la Comisión, de 17 de febrero de 2021, relativa a la 
prolongación de la supervisión reforzada para Grecia [notificada con el número C(2021) 998]. 

Decisión (UE) 2021/272 de la Autoridad Europea de Valores y Mercados, de 16 de diciembre de 2020, 
por la que se renueva la exigencia a las personas físicas o jurídicas que mantengan posiciones cortas 
netas de reducir los umbrales de notificación de posiciones cortas netas en relación con el capital en 
acciones emitido de sociedades cuyas acciones están admitidas a negociación en un mercado 
regulado por encima de un determinado umbral, que notifiquen a las autoridades competentes de 
conformidad con el artículo 28, apartado 1, letra a), del Reglamento (UE) n.o 236/2012 del Parlamento 
Europeo y del Consejo. 

Decisión núm. 1/2020 del Comité de Comercio, de 19 de noviembre de 2020, por la que se modifica 
el Apéndice 1 del Anexo XIII del Acuerdo comercial entre la Unión Europea y sus Estados miembros, 
por una parte, y Colombia, Ecuador y el Perú, por otra [2021/273]. 

Decisión núm. 1/2021 del Comité Mixto UE-Suiza, de 12 de febrero de 2021, por la que se modifican 
los cuadros III y IV del Protocolo núm. 2 del Acuerdo entre la Comunidad Económica Europea y la 
Confederación Suiza de 22 de julio de 1972 en su versión modificada [2021/274]. 

23/02/2021 

Reglamento de Ejecución (UE) 2021/280 de la Comisión, de 22 de febrero de 2021, por el que se 
modifican los Reglamentos (UE) 2015/1222, (UE) 2016/1719, (UE) 2017/2195 y (UE) 2017/1485 con 
el fin de adaptarlos al Reglamento (UE) 2019/943 (Texto pertinente a efectos del Espacio Económico 
Europeo). 

Decisión (Euratom) 2021/281 del Consejo, de 22 de febrero de 2021, que modifica la Decisión 
2007/198/Euratom por la que se establece la Empresa Común Europea para el ITER y el desarrollo 
de la energía de fusión y por la que se le confieren ventajas. 

24/2/2021 

Decisión (UE) 2021/322 del Consejo, de 18 de febrero de 2021, por la que se nombra a un suplente 
del Comité de las Regiones. 

Decisión (UE) 2021/323 de los representantes de los Gobiernos de los Estados miembros, de 19 de 
febrero de 2021, por la que se nombra a cuatro jueces y a un abogado general del Tribunal de Justicia. 
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Decisión (UE) 2021/324 de los representantes de los gobiernos de los Estados miembros, de 19 de 
febrero de 2021, por la que se nombra a un juez del Tribunal General. 

Decisión de Ejecución (UE) 2021/325 del Consejo, de 22 de febrero de 2021, relativa al nombramiento 
del vicepresidente del Consejo de Supervisión del Banco Central Europeo. 

Comisión administrativa de las Comunidades Europeas para la Seguridad social de los Trabajadores 
migrantes — Tasa de conversión de las monedas en aplicación del Reglamento (CEE) núm. 574/72 
del Consejo. 

25/02/2021  

Corrección de errores del Reglamento (UE) 2019/876 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 
de mayo de 2019, por el que se modifica el Reglamento (UE) núm. 575/2013 en lo que se refiere a la 
ratio de apalancamiento, la ratio de financiación estable neta, los requisitos de fondos propios y 
pasivos admisibles, el riesgo de crédito de contraparte, el riesgo de mercado, las exposiciones a 
entidades de contrapartida central, las exposiciones a organismos de inversión colectiva, las grandes 
exposiciones y los requisitos de presentación y divulgación de información, y el Reglamento (UE) 
núm. 648/2012 (DO L 150 de 7.6.2019). 

Dictamen del Banco Central Europeo de 25 de enero de 2021 sobre una propuesta de reglamento 
relativo a los pagos transfronterizos en la Unión (CON/2021/3). 

26/02/2021 

Reglamento (UE) 2021/337 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de febrero de 2021, por el 
que se modifican el Reglamento (UE) 2017/1129 por lo que respecta al folleto de la Unión de 
recuperación y los ajustes específicos para los intermediarios financieros y la Directiva 2004/109/CE 
por lo que respecta al uso del formato electrónico único de presentación de información para los 
informes financieros anuales, con el fin de apoyar la recuperación de la crisis de COVID-19 (Texto 
pertinente a efectos del Espacio Económico Europeo).  

Directiva (UE) 2021/338 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de febrero de 2021, por la que 
se modifica la Directiva 2014/65/UE en lo relativo a los requisitos de información, la gobernanza de 
productos y la limitación de posiciones, y las Directivas 2013/36/UE y (UE) 2019/878 en lo relativo a 
su aplicación a las empresas de servicios de inversión con el fin de contribuir a la recuperación de la 
crisis de la COVID-19 (Texto pertinente a efectos del Espacio Económico). 

Decisión (UE) 2021/355 de la Comisión, de 25 de febrero de 2021, relativa a las medidas nacionales 
de aplicación para la asignación gratuita transitoria de derechos de emisión de gases de efecto 
invernadero con arreglo al artículo 11, apartado 3, de la Directiva 2003/87/CE del Parlamento Europeo 
y del Consejo [notificada con el número C(2021) 1215] (Texto pertinente a efectos del Espacio 
Económico Europeo).  

Decisión núm. 1/2021 del Consejo de Asociación establecido por el Acuerdo de Comercio y 
Cooperación entre la Unión Europea y la Comunidad Europea de la Energía Atómica, por una parte, 
y el Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte, por otra, de 23 de febrero de 2021, relativa a la 
fecha en que cesará la aplicación provisional en virtud del Acuerdo de Comercio y Cooperación 
[2021/356] (Texto pertinente a efectos del Espacio Económico Europeo).  

Comunicación de la Comisión relativa a un documento de orientación sobre la aplicación de las 
disposiciones para la realización de auditorías en virtud del artículo 6 del Reglamento (UE) 2017/625 
del Parlamento Europeo y del Consejo 

Conclusiones del Consejo sobre la lista revisada de la UE de países y territorios no cooperadores a 
efectos fiscales 
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JURISPRUDENCIA 
 

 

Contencioso-Administrativa 

Prestador de servicios de la sociedad de la información. Responsabilidad. La Sala de lo 
Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo delimita en el auto de admisión que la cuestión 
planteada en el recurso de casación que presenta interés casacional objetivo para la formación de la 
jurisprudencia consiste en:  

“[...] reafirmar, reforzar, completar y, en su caso, matizar o corregir, nuestra jurisprudencia sobre el 
régimen jurídico de los prestadores de servicios de la sociedad de la información y su responsabilidad, 
con especial proyección en el ámbito de las viviendas o alojamientos turísticos. En particular, se trata 
de aclarar:  

(i) Si un prestador de servicios de la sociedad de la información, aparte de estar sometido a las 
disposiciones de la normativa reguladora de tales servicios, puede quedar obligado, asimismo, por 
normativa sectorial; en este caso, por la normativa autonómica dictada en materia de turismo.  

(ii) Aclarar, a la luz de la jurisprudencia europea, cuáles son los criterios que deben tenerse en cuenta 
para determinar que un prestador de servicios de la sociedad de la información que realiza la actividad 
de alojamiento o almacenamiento de datos desempeña un papel activo, y no meramente técnico o 
neutro, que le permite tener conocimiento o control de esos contenidos; y cuáles son las 
consecuencias desde la perspectiva de su responsabilidad.  

(iii) Aclarar si la imposición a un prestador de servicios de la sociedad de la información del deber de 
comprobar que las empresas que utilizan sus servicios de alojamiento de datos cumplen los requisitos 
de ejercicio de la actividad impuestos por la normativa sectorial correspondiente -en este caso, la 
exhibición del número de inscripción en el registro de Turismo de la Generalitat en toda publicidad 
realizada por establecimientos turísticos- supone la imposición de una obligación general de 
supervisión de datos o de búsqueda activa de hechos o circunstancias que indique actividades ilícitas, 
en los términos y con los efectos previstos en el artículo 15 DSSI.” 

En este sentido, la Sala resalta que: “(…) un prestador de servicios de la sociedad de la información 
(PSSI) de almacenamiento de datos estará obligado a suprimir los anuncios, o vedar el acceso a ellos, 
que incumplan una obligación legal cuando la Administración competente haya declarado dicho 
incumplimiento y lo comunique al PSSI, pero no puede trasladar a éste la obligación de vigilancia que 
le compete. Lo cual es consecuencia de que el PSSI se encuentra regulado por la normativa propia, 
lo que se reconoce en la sentencia recurrida, pero no por la sectorial de turismo, lo que sólo ocurriría 
si se tratase de una empresa cuya calificación jurídica -en términos de la sentencia Airbnb- no fuese 
ya la de un PSSI sino la de una empresa turística, lo que hemos visto que no es el caso, o en 
supuestos de ilicitud flagrante que tampoco concurre en el presente supuesto” (FJ 7º).  

En consecuencia, la respuesta de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Alto Tribunal declara 
que: “Un prestador de servicios de la sociedad de la información de alojamiento de datos, tal como se 
definen en la Directiva 2000/31/CE, en la interpretación efectuada por el Tribunal de Justicia de la 
Unión Europea, y en la Ley nacional 34/2002, no está sujeto de manera directa a las normativas 
sectoriales, sino que su régimen de responsabilidad es el determinado por el artículo 16 de la citada 
Ley española, todo ello en los términos más detallados que se exponen en el fundamento de derecho 
séptimo”. 

Por tanto, la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo estima el recurso de 
casación interpuesto contra la sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 5ª, del 
Tribunal Superior de Justicia de Cataluña en fecha 5 de octubre de 2018. STS, Contencioso-
Administrativo, 3ª, de 30 de diciembre de 2020.  

Directiva 2003/6/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 28 de enero de 2003, sobre las 
operaciones con información privilegiada y la manipulación del mercado (abuso del mercado.  
Reglamento (UE) núm. 596/2014 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de abril de 2014, 
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sobre el abuso de mercado (Reglamento sobre abuso de mercado) y por el que se derogan la 
Directiva 2003/6 y las Directivas 2003/124/CE, 2003/125/CE y 2004/72/CE de la Comisión. La 
Gran Sala del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, en el asunto C-481/19, que tiene por objeto 
una petición de decisión prejudicial planteada por la Corte costituzionale (Tribunal Constitucional, 
Italia), sobre a interpretación de los artículos 47 y 48 de la Carta de los Derechos Fundamentales de 
la Unión Europea, así como la interpretación y la validez del artículo 14, apartado 3, de la Directiva 
2003/6/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 28 de enero de 2003, sobre las operaciones 
con información privilegiada y la manipulación del mercado (abuso del mercado), y del artículo 30, 
apartado 1, letra b), del Reglamento (UE) núm. 596/2014 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
16 de abril de 2014, sobre el abuso de mercado (Reglamento sobre abuso de mercado) y por el que 
se derogan la Directiva 2003/6 y las Directivas 2003/124/CE, 2003/125/CE y 2004/72/CE de la 
Comisión, ha declarado que:  

“El artículo 14, apartado 3, de la Directiva 2003/6/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 28 
de enero de 2003, sobre las operaciones con información privilegiada y la manipulación del mercado 
(abuso del mercado), y el artículo 30, apartado 1, letra b), del Reglamento (UE) núm. 596/2014 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de abril de 2014, sobre el abuso de mercado (Reglamento 
sobre abuso de mercado) y por el que se derogan la Directiva 2003/6 y las Directivas 2003/124/CE, 
2003/125/CE y 2004/72/CE de la Comisión, leídos a la luz de los artículos 47 y 48 de la Carta de los 
Derechos Fundamentales de la Unión Europea, deben interpretarse en el sentido de que permiten a 
los Estados miembros no sancionar a una persona física que, en el marco de una investigación a la 
que le someta la autoridad competente con arreglo a dicha Directiva o al citado Reglamento, se niegue 
a dar a esta respuestas de las que pueda resultar su propia responsabilidad por una infracción que 
conlleve sanciones administrativas de carácter penal o su responsabilidad penal”. STJUE, Gran Sala, 
de 2 de febrero de 2021.  

Directiva 2014/24/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de febrero de 2014, sobre 
contratación pública y por la que se deroga la Directiva 2004/18/CE. La Sala Cuarta del Tribunal 

de Justicia de la Unión Europea, en los asuntos acumulados, C‑155/19 y C‑156/19, que tiene por 
objeto una petición de decisión prejudicial planteada por el Consiglio di Stato (Consejo de Estado, 
Italia), sobre el artículo 2, apartado 1, punto 4, letras a) y c), de la Directiva 2014/24/UE del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 26 de febrero de 2014, sobre contratación pública y por la que se deroga 
la Directiva 2004/18/CE, ha declarado que:  

“1) El artículo 2, apartado 1, punto 4, letra a), de la Directiva 2014/24/UE del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 26 de febrero de 2014, sobre contratación pública y por la que se deroga la Directiva 
2004/18/CE, debe interpretarse en el sentido de que una entidad a la que se han conferido funciones 
de carácter público definidas de manera exhaustiva por el derecho nacional puede considerarse 
creada específicamente para satisfacer necesidades de interés general que no tengan carácter 
industrial o mercantil en el sentido de dicha disposición, aun cuando no haya sido constituida bajo la 
forma de administración pública, sino de asociación de Derecho privado y algunas de sus actividades, 
para las que tiene capacidad de autofinanciación, no sean de carácter público. 

2) El segundo supuesto alternativo contemplado en el artículo 2, apartado 1, punto 4, letra c), de la 
Directiva 2014/24 debe interpretarse en el sentido de que, en caso de que una federación deportiva 
nacional goce, en virtud del Derecho nacional, de autonomía de gestión, la gestión de esa federación 
solo puede considerarse sometida al control de una autoridad pública si del examen del conjunto de 
las facultades de que dispone esta autoridad frente a dicha federación resulta que existe un control 
de gestión activo que, en la práctica, pone en entredicho tal autonomía hasta el punto de permitir que 
dicha autoridad influya en las decisiones de la federación en materia de contratos públicos. La 
circunstancia de que las distintas federaciones deportivas nacionales ejerzan una influencia sobre la 
actividad de la autoridad pública en cuestión debido a su participación mayoritaria en el seno de los 
principales órganos colegiados de deliberación de esta únicamente es relevante si se acredita que 
cada una de esas federaciones, por sí sola, puede ejercer una influencia significativa sobre el control 
público llevado a cabo por dicha autoridad respecto a ella, que tenga como consecuencia neutralizar 
ese control y permitir que la federación deportiva nacional de que se trate recupere el control de su 
gestión, pese a la influencia de las demás federaciones deportivas nacionales que se encuentren en 
una situación análoga”. STJUE, Sala Cuarta, de 3 de febrero de 2021.  
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Civil/Mercantil 

Levantamiento del velo. Grupo de sociedades. La Sala de lo Civil del Tribunal Supremo considera 
que, “tiene razón la recurrente y la doctrina del levantamiento del velo no permite sin más exigir 
responsabilidad de manera indistinta a una u otra de las empresas de un mismo grupo empresarial”. 

En este sentido, resalta que: “De acuerdo con la doctrina de la sala, la norma general ha de ser 
respetar la personalidad de las sociedades de capital y las reglas sobre el alcance de la 
responsabilidad de las obligaciones asumidas por cada entidad, que no afecta a sus socios ni 
administradores, salvo en los supuestos expresamente previstos en la Ley. Este carácter excepcional 
del levantamiento del velo exige que se acrediten aquellas circunstancias que ponen en evidencia de 
forma clara el abuso de la personalidad de la sociedad. Estas circunstancias pueden ser muy variadas, 
lo que ha dado lugar en la práctica a una tipología de supuestos muy amplia que justificarían el 
levantamiento del velo, sin que tampoco constituyan numerus clausus. En cualquier caso, no pueden 
mezclarse un tipo de supuestos con otro, pues en la práctica cada uno de ellos requiere sus propios 
presupuestos y, además, pueden conllevar distintas consecuencias. Por ejemplo, no es lo mismo la 
confusión de patrimonio y de personalidades, habitualmente entre sociedades de un mismo grupo o 
entre la sociedad y sus socios, que los casos de sucesión empresarial o de empleo abusivo de la 
personalidad jurídica de la sociedad por quien la controla para defraudar a terceros (sentencias 
628/2013, de 28 de octubre, 796/2012, de 3 de enero, y 718/2011, de 13 de octubre, con cita de las 
anteriores sentencias 422/2011, de 7 de junio, 670/2010, de 4 de noviembre, y 475/2008, de 26 de 
mayo, entre otras). 

En definitiva, la doctrina del levantamiento del velo no justificaría por sí sola la condena a una entidad 
diferente del organismo notificado por el hecho de que fueran empresas del mismo grupo. La 
sentencia recurrida, aunque cita la doctrina del levantamiento del velo, realmente no justifica la 
estimación de la demanda en su aplicación, sino en la mera existencia del grupo de empresas y en la 
pertenencia al mismo del organismo notificado. Este razonamiento llevaría a la estimación del 
segundo motivo del recurso de casación”. STS, Civil, 1ª, de 18 de enero de 2021.  

Contrato de préstamo hipotecario. Gastos de tasación. El Pleno de la Sala de lo Civil, que estima 
el recurso de casación interpuesto contra la sentencia de la Audiencia Provincial de Cáceres, Sección 
1ª., de 26 de enero de 2018, manifiesta:  

 “Los denominados gastos de tasación son el coste de la tasación de la finca sobre la que se pretende 
constituir la garantía hipotecaria. Aunque la tasación no constituye, propiamente, un requisito de 
validez de la hipoteca, el art. 682.2.1º LEC requiere para la ejecución judicial directa de la hipoteca, 
entre otros requisitos: 

“Que en la escritura de constitución de la hipoteca se determine el precio en que los interesados tasan 
la finca o bien hipotecado, para que sirva de tipo en la subasta, que no podrá ser inferior, en ningún 
caso, al 75 por cien del valor señalado en la tasación que, en su caso, se hubiere realizado en virtud 
de lo previsto en la Ley 2/1981, de 25 de marzo, de Regulación del Mercado Hipotecario”. 

La exigencia de la tasación de la finca de conformidad con la Ley de Mercado Hipotecario y su 
constancia mediante la correspondiente certificación es, además, un requisito previo para la emisión 
de valores garantizados. Así se desprende del art. 7 de la Ley, cuyo apartado 1 dispone lo siguiente:  

“Para que un crédito hipotecario pueda ser movilizado mediante la emisión de los títulos regulados en 
esta Ley, los bienes hipotecados deberán haber sido tasados por los servicios de tasación de las 
Entidades a que se refiere el artículo segundo, o bien por otros servicios de tasación que cumplan los 
requisitos que reglamentariamente se establecerán”. 

El apartado 2 de este art. 7, encomienda al Ministerio de Economía y Comercio, ”las normas generales 
sobre tasación de los bienes hipotecables, a que habrán de atenerse tanto los servicios de las 
Entidades prestamistas como las Entidades especializadas que para este objeto puedan crearse”. 

Ni el RD 775/1997, de 30 de mayo, sobre régimen jurídico de homologación de los servicios y 
sociedades de tasación, ni la Orden ECO/805/2003, de 27 de marzo, sobre normas de valoración de 
bienes inmuebles, contienen disposición normativa alguna sobre quién debe hacerse cargo del coste 
de la tasación.  
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De ahí que, de acuerdo con la STJUE de 16 de julio de 2020, ante la falta de una norma nacional 
aplicable en defecto de pacto que impusiera al prestatario el pago de la totalidad o de una parte de 
esos gastos, no cabía negar al consumidor la devolución de las cantidades abonadas en virtud de la 
cláusula que se ha declarado abusiva”. STS, Civil, Pleno, de 27 de enero de 2021.  

Decreto-ley del Gobierno de la Generalitat de Cataluña 17/2019, de 23 de diciembre, de medidas 
urgentes para mejorar el acceso a la vivienda. Con motivo del recurso de inconstitucionalidad 
número 2577-2020, promovido por más de cincuenta diputados del Grupo Parlamentario Popular en 
el Congreso el Decreto-ley del Gobierno de la Generalitat de Cataluña 17/2019, de 23 de diciembre, 
de medidas urgentes para mejorar el acceso a la vivienda (en su conjunto y subsidiariamente contra 
sus artículos 2.1, 2.2, 2.3, 2.4, 2.5, 2.7, 2.8, 2.9, 2.10, 2.11, 2.12, 4.2, 4.6, 5.4, 5.5, 5.6, 5.7, 6.2, 6.3, 
6.4, 6.6, 8.1, 8.2, 8.3, 8.5, 13.2 y disposición transitoria 1 ª), contra el artículo único del Decreto-ley 
del Gobierno de la Generalitat de Cataluña 1/2020, de 21 de enero, por el que se modifica el anterior, 
y contra el acuerdo del Parlamento de Cataluña de 4 de marzo de 2020 de validación de este último 
Decreto-ley 1/2020; el Pleno del Tribunal Constitucional declara por unanimidad inconstitucionales y 
nulos los artículos 2.2, 2.3, 2.4, 2.5, 2.7, 2.10, 2.11 (inciso “sin perjuicio del supuesto a que hace 
referencia el artículo 42.6”), 2.12, 4.2, 4.5 (inciso “y del apartado 2 de la disposición adicional 
primera”), 5.5, 5.6, 5.7, 6.3 y 6.6 y la disposición transitoria primera del Decreto-ley del Gobierno de 
la Generalitat de Cataluña 17/2019, de 23 de diciembre, de medidas urgentes para mejorar el acceso 
a la vivienda. Desestimando el recurso en todo lo demás”.  

En este sentido, el Tribunal Constitucional, manifiesta: 

“(…) 5. Vulneración de los límites materiales de los decretos-leyes por “afectar” el Decreto-ley 17/2019 
al derecho de propiedad reconocido en el art. 33 de la Constitución. (…).  

(i) El primer conjunto de preceptos impugnados se agrupa por regular las consecuencias jurídicas del 
incumplimiento de la función social de la propiedad, tal y como ésta es definida en el propio Decreto-
ley. (…) 

Tal y como resulta de esta exposición, el decreto-ley modifica primero, en sus arts. 2.1 y 2.2, la 
definición de vivienda vacía y los supuestos de incumplimiento de la función social de la propiedad de 
una vivienda reguladas en la Ley 18/2007, de 28 de diciembre, del derecho a la vivienda (LDV en 
adelante). A continuación, los restantes preceptos de este primer grupo regulan las potestades 
administrativas que puede ejercer la Administración cuando concurren aquellas circunstancias. (…).  

(ii) El segundo grupo de preceptos impugnados comprende los que se refieren a la obligación de los 
propietarios de ofrecer un alquiler social en determinadas circunstancias y condiciones, regulada en 
la Ley del Parlamento de Cataluña 24/2015, de 29 de julio, de medidas urgentes para afrontar la 
emergencia en el ámbito de la vivienda y la pobreza energética (en adelante LMUVPE). (…)  

(i) Por lo que respecta al primer grupo, el art. 2.2 modifica el art. 5.2 b) LDV para tipificar como 
supuesto de “incumplimiento de la función social de la propiedad de una vivienda o un edificio de 
viviendas” que éstas “[p]ermanezcan desocupadas de manera permanente e injustificada por un plazo 
de más de dos años. Ni la ocupación de estas viviendas sin título habilitante ni la transmisión de su 
titularidad alteran la situación de incumplimiento de la función social de la propiedad”. Es un precepto 
del todo equivalente al art. 1.3 del decreto-ley andaluz examinado en la STC 93/2015, que establecía 
que “forma parte del contenido esencial del derecho de propiedad de la vivienda el deber de destinar 
de forma efectiva el bien al uso habitacional”. Ambos son el anverso y el reverso de la misma 
proposición normativa: la obligación de los propietarios de destinar su vivienda al uso habitacional 
efectivo. 

Y lo mismo sucede con el análogo art. 2.3, que define como supuesto de incumplimiento de la función 
social que “[n]o se destine a residencia habitual y permanente de personas, si es una vivienda con 
protección oficial o una vivienda reservada por el planeamiento urbanístico a este tipo de residencia”. 
No importa, a los efectos de este motivo del recurso, la diferencia entre viviendas libres y de protección 
oficial, sino la imposición directa de deberes concretos a los propietarios con vocación de generalidad, 
estableciendo un régimen general de este derecho, algo vedado a los decretos-leyes de conformidad 
con nuestra doctrina (STC 93/2015, FJ 13). 
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Y no puede considerarse, como en el caso de la STC 93/2015, que esas normas son simplemente 
instrumentales para la política de vivienda de la Comunidad Autónoma, porque ese incumplimiento, 
apreciado por la Administración, da lugar a las reacciones exorbitantes de ésta que ya hemos 
señalado: requerimientos para su cumplimiento, ejecución de esos requerimientos mediante multas 
coercitivas, sanciones y expropiación del bien, de acuerdo con lo establecido en los demás artículos 
citados de este primer grupo. Todos esos preceptos, además, contienen referencias explícitas a los 
arts. 5.2 b) y d), modificados por los arts. 2.2 y 2.3 (caso de los arts. 2.4, 2.5 y 2.7) o a la obligación 
de ocupar legal y efectivamente la vivienda (arts. 2.10, 2.12 y 5.5) que los vinculan al mandato legal 
que hemos considerado inconstitucional por no poder ser establecido mediante decreto-ley, por lo 
que deben seguir su misma suerte. 

Por el contrario, precisamente por no incluir estas referencias, no “afectan” al derecho de propiedad 
en el sentido constitucionalmente proscrito, una vez declarados inconstitucionales los preceptos 
anteriores, los siguientes preceptos: el art. 2.1 (definición de “vivienda vacía”), análogamente a lo 
resuelto en la STC 93/2015 sobre la definición correspondiente en el decreto-ley andaluz; el art. 2.8 
(sobre la competencia del Departamento correspondiente y de los Ayuntamientos para declarar la 
situación anómala de la propiedad, que puede ser por otras causas de incumplimiento de la función 
social no afectadas por el Decreto-ley); el art. 2.9, que modifica el art. 41.1 LDV precisamente para 
habilitar a la Generalitat, en coordinación con los Ayuntamientos para “impulsar políticas de fomento 
para potenciar la incorporación al mercado, preferentemente de alquiler, de las viviendas vacías o 
permanentemente desocupadas”; y el art. 2.11, que modifica el art. 113 LDV donde se regulan las 
multas coercitivas con carácter general pero sin hacer concreta referencia a su imposición por los 
motivos habilitados en el Decreto-ley impugnado. De este último precepto solo procede anular la 
referencia final al art. 42.6 LDV (“sin perjuicio del supuesto a que hace referencia el artículo 42.6”), ya 
que este precepto es el modificado por el art. 2.10 del Decreto-ley que hemos declarado 
inconstitucional y nulo. Depurado de ese inciso final, el resto del precepto contiene una regulación 
general de las multas coercitivas (y su cuantía) para la ejecución forzosa de los requerimientos para 
que una persona obligada “lleve a cabo o deje de hacer una acción de acuerdo con esta Ley”. En sí 
mismo, este precepto no “afecta” al derecho de propiedad. 

Por conexión o consecuencia (art. 39.1 LOTC) debe extenderse esta declaración de 
inconstitucionalidad y nulidad al art. 6.3, que modifica el art. 15 de la Ley 4/2016, de 23 de diciembre, 
de medidas de protección del derecho a la vivienda de las personas en riesgo de exclusión residencial, 
para regular la expropiación de la propiedad de la vivienda (la redacción anterior del precepto solo 
permitía la expropiación temporal del uso) declarando que “es causa de interés social el 
incumplimiento de la función social de la propiedad, relativa a la ocupación legal y efectiva de la 
vivienda para que constituya la residencia de las personas” (apartado 1). 

(ii) Por identidad de razón, son inconstitucionales y nulos los artículos del segundo grupo, que 
imponen a los propietarios de viviendas su alquiler forzoso. Los arts. 5.6 y 5.7 del Decreto-ley 17/2019, 
que añaden el art. 10 y la disposición adicional primera a la LMUVPE para regular esta obligación; el 
art. 6.6, que modifica el art. 16.3 de la Ley 4/2016 sobre este mismo deber para adaptarlo a la nueva 
duración mínima establecida por los arts. 5.6 y 5.7 antes citados; y el art. 4.2 que modifica el art. 5.2 
d) LDV definiendo como supuesto de incumplimiento de la función social de la propiedad que “se 
incumpla la obligación de ofrecer una propuesta de alquiler social antes de interponer una demanda 
judicial en los términos que establece la Ley 24/2015, de 29 de julio, de medidas urgentes para 
afrontar la emergencia en el ámbito de la vivienda y la pobreza energética” 

Esta declaración de inconstitucionalidad debe extenderse, por conexión o consecuencia (art. 39.1 
LOTC), a la disposición transitoria primera, que dispone que “[l]a obligación de ofrecer un alquiler 
social a que hacen referencia la disposición adicional primera y el artículo 10 de la [LMUVPE], 
añadidos por este Decreto-ley, es de aplicación también en caso de que los procedimientos judiciales 
correspondientes se hayan iniciado antes de la entrada en vigor de este Decreto-ley y estén todavía 
en tramitación”. Y también al inciso “y del apartado 2 de la disposición adicional primera” (refiriéndose 
a la disposición adicional primera de la LMUVPE, que forma parte de los preceptos impugnados y 
anulados de este grupo) contenido en el art. 4.5, en cuanto modifica la letra j) del apartado 2 del art. 
124 LDV. 
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h) Recapitulando lo razonado hasta aquí, son inconstitucionales y nulos los siguientes artículos del 
Decreto-ley 17/2019, tanto del primer como del segundo grupo de preceptos impugnados por este 
motivo (“afectar” al derecho de propiedad en contra de lo preceptuado en los arts. 86.1 CE y 64.1 
EAC): artículos 2.2, 2.3, 2.4, 2.5, 2.7, 2.10, 2.11 (inciso “sin perjuicio del supuesto a que hace 
referencia el artículo 42.6”), 2.12, 4.2, 4.5 (inciso “y del apartado 2 de la disposición adicional 
primera”), 5.5, 5.6, 5.7, 6.3 y 6.6 y disposición transitoria primera”. STC, Pleno, de 28 de enero de 
2021.  

Garantías. Fianza. La Sala de lo Civil del Tribunal Supremo, que desestima el recurso de casación 
interpuesto contra la sentencia de la Audiencia Provincial de Albacete, 1ª, de 15 de diciembre de 2017, 
aborda la naturaleza y caracteres de la fianza. En este sentido, a la vista del contenido del artículo 
1822 CC, declara: 

Con independencia de que la fianza puede tener un origen convencional, legal o judicial, en todo caso 
se trata, en el sentido empleado en el citado artículo, de una institución de garantía de naturaleza 
personal. Como pusimos de manifiesto en la sentencia 56/2020, de 27 de enero, esa función de 
garantía del cumplimiento de una obligación ajena se cumple mediante la constitución de un nuevo 
vínculo obligatorio, distinto aunque accesorio de la obligación principal, que está dotado de contenido 
propio, y que cuenta con su propia y específica causa de garantía, sometiendo al patrimonio del fiador 
a la eventual acción ejecutiva del acreedor en caso de que el deudor principal, garantizado, no cumpla 
su obligación. En este sentido se ha afirmado que el fiador no es deudor de la obligación garantizada, 
sino de la suya propia (aunque subordinada al interés del acreedor en obtener la satisfacción de la 
prestación debida por el obligado principal), lo que excluye la posibilidad de entender que exista una 
única relación obligatoria con dos deudores (el obligado principal y el fiador). Esta distinción se percibe 
claramente en el caso de la litis, en el que las obligaciones de hacer [(…), (solicitar una licencia 
urbanística y ejecutar la construcción)] y de dar (entrega de determinados inmuebles) se garantizan 
mediante la obligación del pago de una determinada cantidad de dinero, a modo de prestación 
sustitutiva y equivalente (art. 1096, 1101, 1131 y ss CC). 

De esta configuración surgen las dos notas que caracterizan principalmente la fianza: la accesoriedad 
y la subsidiariedad. La primera responde a la existencia de una dependencia funcional de la obligación 
accesoria respecto de la principal (por razón de la finalidad de garantía de aquella), de forma que si 
bien dichos vínculos obligacionales nacen y subsisten sin llegar a confundirse, identificarse o 
reducirse en un único vínculo, sí determina su participación o integración en una relación contractual 
o negocial compleja por la interdependencia causal existente entre la obligación principal y la garantía 
fideiusoria, dada la accesoriedad de ésta respecto de aquella.  

Dentro de ese esquema, la subsidiariedad es un elemento típico de la fianza, en el sentido de que el 
fiador, en principio, solo debe cumplir su obligación en caso de que el deudor incumpla la suya. 

Por otra parte, la fianza, como en el caso de la litis, puede pactarse con el carácter de solidaria, no 
sólo en cuanto a las obligaciones de los cofiadores entre sí, sino también respecto de la obligación 
del deudor principal (art. 1822 CC). Pero incluso en el supuesto de la denominada "fianza solidaria" 
no existe una obligación única con pluralidad de deudores (en que se puedan entender refundidas la 
principal y la accesoria), sino que subsiste la concurrencia de dos vínculos obligatorios de naturaleza 
distinta (sentencia del Tribunal Supremo 2 de octubre de 1990 y 600/2020, de 12 de noviembre). 5.- 
En consecuencia, para poder enjuiciar la prosperabilidad de la pretensión consistente en la ejecución 
de los avales debemos fijar el contenido y alcance tanto de la obligación del deudor principal como 
de la obligación del fiador, pues por el contrato de fianza "se obliga uno a pagar o cumplir por un 
tercero, en caso de no hacerlo éste", aclarando seguidamente el Código que "el fiador puede obligarse 
a menos, pero no a más que el deudor principal, tanto en la cantidad como en lo oneroso de las 
condiciones [...]" (arts. 1822 y 1826). Como afirmamos en la sentencia 243/2006, de 2 de marzo, los 
contratos de fianza, como accesorios y subsidiarios que son, requieren para que puedan producir 
efectos jurídicos, no solo la preexistencia de la obligación principal, cuyo cumplimiento garantiza ( 
sentencia de 25 de febrero de 1958), sino también la circunstancia de que el fiador no se haya 
obligado a más que el deudor principal, en la cantidad o en lo oneroso de los deberes por él asumidos 
(sentencias de 31 de enero de 1977)”. STS, Civil, 1ª, de 2 de febrero de 2021.  
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Directiva 2010/13/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 10 de marzo de 2010, sobre la 
coordinación de determinadas disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de los 
Estados miembros relativas a la prestación de servicios de comunicación audiovisual 
(Directiva de servicios de comunicación audiovisual). La Sala Tercera del Tribunal de Justicia de 
la Unión Europea, en el asunto C-555/19, que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial 
planteada por el Landgericht Stuttgart (Tribunal Regional de lo Civil y Penal de Stuttgart, Alemania), 
sobre la interpretación del artículo 56 TFUE, del artículo 11 de la Carta de los Derechos 
Fundamentales de la Unión Europea, del principio general de igualdad de trato y del artículo 4, 
apartado 1, de la Directiva 2010/13/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 10 de marzo de 
2010, sobre la coordinación de determinadas disposiciones legales, reglamentarias y administrativas 
de los Estados miembros relativas a la prestación de servicios de comunicación audiovisual (Directiva 
de servicios de comunicación audiovisual), ha declarado que:  

“El artículo 4, apartado 1, de la Directiva 2010/13/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 10 
de marzo de 2010, sobre la coordinación de determinadas disposiciones legales, reglamentarias y 
administrativas de los Estados miembros relativas a la prestación de servicios de comunicación 
audiovisual (Directiva de servicios de comunicación audiovisual), y el artículo 11 de la Carta de los 
Derechos Fundamentales de la Unión Europea deben interpretarse en el sentido de que no se oponen 
a una normativa nacional que prohíbe a los organismos de radiodifusión televisiva incluir en sus 
programas emitidos en todo el territorio nacional publicidad televisiva cuya difusión esté limitada a 
escala regional. 

El artículo 56 TFUE debe interpretarse en el sentido de que no se opone a tal normativa nacional, 
siempre que esta sea adecuada para garantizar la consecución del objetivo de protección del 
pluralismo de los medios de comunicación a escala regional y local que persigue y no vaya más allá 
de lo que es necesario para alcanzarlo, extremo que corresponde comprobar al órgano jurisdiccional 
remitente. 

El artículo 20 de la Carta de los Derechos Fundamentales debe interpretarse en el sentido de que no 
se opone a tal normativa nacional, siempre que no dé lugar a una desigualdad de trato, en lo que 
atañe a la difusión de publicidad a escala regional, entre los organismos de radiodifusión televisiva 
nacionales y los prestadores de servicios de publicidad en Internet, extremo que corresponde 
comprobar al órgano jurisdiccional remitente. STJUE, 3ª, de 3 de febrero de 2021.  

Derecho de separación del socio. Calificación del crédito concursal del socio. La Sala de lo Civil 
del Tribunal Supremo, que estima el recurso interpuesto por la representación procesal de una entidad 
mercantil contra la sentencia de la Audiencia Provincial de La Coruña, 4ª, de 15 de enero de 2018, 
declara: . 

“La LSC no se pronuncia sobre el momento en que, una vez ejercitado el derecho de separación, el 
socio pierde su condición de tal. En principio, podrían ser tres los momentos en que se produjera 
dicha consecuencia:  

a) Cuando el socio comunica a la sociedad su voluntad de separarse.  

b) Cuando la sociedad recibe dicha comunicación, dada su naturaleza recepticia.  

c) Cuando se abona o consigna el reembolso de la cuota del socio, puesto que la comunicación es 
solamente un presupuesto del ejercicio del derecho.  

El Proyecto de Código de Sociedades Mercantiles de 2002 (art.152) y el Anteproyecto de Ley de 
Código Mercantil (art. 271-23) preveían que el socio quedaría separado de la sociedad cuando tuviera 
lugar el reembolso o la consignación del valor de su participación. Sin embargo, el art. 13.1 de la Ley 
de Sociedades Profesionales (LSP) establece, respecto de los socios profesionales, que el derecho 
de separación es "eficaz desde el momento en que se notifique a la sociedad”. 

Tampoco hay jurisprudencia que resuelva expresamente la cuestión. La sentencia 32/2006, de 23 de 
enero, estableció la naturaleza recepticia de la comunicación del socio, pero de ahí no cabe inferir sin 
más que ese sea el momento en que se pierde la condición de socio, porque el mencionado 
pronunciamiento se refería a los requisitos de ejercicio del derecho, no a su consumación. A su vez, 
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la sentencia 186/2014, de 14 de abril, trató sobre una sociedad profesional y se limitó a resolver 
conforme a la literalidad del art. 13.1 LSP.  

No obstante, debemos aclarar que no consideramos que la solución del art. 13.1 LSP sea 
generalizable o extrapolable a las sociedades de capital, por la singularidad de la sociedad profesional 
que se refleja en la iliquidez de las participaciones, puesto que la participación de los socios 
profesionales constituye, no ya una parte del capital social, sino una participación de trabajo que se 
atribuye en atención a las cualidades personales del socio. Aparte de que en estas sociedades 
profesionales reviste gran importancia la carga personal que supone la prestación de servicios por el 
socio y la especial comunidad de trabajo que se establece en dicho tipo societario, en el que el 
comportamiento y circunstancias personales de los socios tienen gran incidencia en los demás 
En las sociedades de capital, cuando se ejercita el derecho de separación se activa un proceso que 
se compone de varias actuaciones: información al socio sobre el valor de sus participaciones o 
acciones; acuerdo o, en su defecto, informe de un experto que las valore; pago o reembolso (o en su 
caso, consignación) del valor establecido; y, finalmente, otorgamiento de la escritura de reducción del 
capital social o de adquisición de las participaciones o acciones. Como recordó la antes citada 
sentencia 32/2006, de 23 de enero, "los actos a realizar por la sociedad son actos debidos, y no 
condiciones potestativas”.  

Desde esta perspectiva dinámica, la recepción de la comunicación del socio por la sociedad 
desencadena el procedimiento expuesto. Pero para que se produzcan los efectos propios del derecho 
de separación, es decir, la extinción del vínculo entre el socio y la sociedad, no basta con ese primer 
eslabón, sino que debe haberse liquidado la relación societaria y ello únicamente tiene lugar cuando 
se paga al socio el valor de su participación. Mientras no se llega a esa culminación del proceso, el 
socio lo sigue siendo y mantiene la titularidad de los derechos y obligaciones inherentes a tal condición 
(art. 93 LSC).  

En conclusión, el derecho a recibir el valor de la participación social tras la separación del socio solo 
se satisface cuando se paga, porque la condición de socio no se pierde cuando se notifica a la 
sociedad el ejercicio del derecho de separación. (…).  

Sin embargo, a efectos concursales, la situación del socio que ejerce su derecho de separación no 
es igual a la del socio de la sociedad liquidada. Y ello, porque el derecho del socio que ha ejercido el 
derecho de separación (aunque no esté consumado) nace cuando la sociedad recibe la comunicación 
de ejercicio del derecho, mientras que el del socio que no ha ejercitado el derecho de separación no 
surge hasta que se liquida la sociedad. 

Como consecuencia de esta diferencia, si la comunicación del derecho de separación fue anterior a 
la declaración de concurso, el crédito del socio separado es concursal, (…), mientras que la cuota de 
liquidación es extraconcursal, al ser posterior a los créditos de todos los acreedores de la sociedad. 

En este sentido, la Sala considera que: “la clasificación que corresponde en este caso es la de crédito 
subordinado del art. 92.5º LC, en relación con el art. 93.2.1º LC”.  

El Magistrado D. Juan María Díaz Fraile ha formulado voto particular. En su opinión, el momento en 
que se hace efectiva la separación del socio “debería haber sido fijado en la fecha en que la 
comunicación del socio de su voluntad de ejercer el derecho de separación llegó a la sociedad o, a 
más tardar, en la fecha en que la sentencia que declaró el derecho de separación y condenó a la 
sociedad al pago de ese crédito devino firme”. STS, Civil, 1ª, de 2 de febrero de 2021.  

Véase, también, STS, Civil, 1ª, de 15 de enero de 2021.   

Propiedad intelectual. La Sala de lo Civil del Tribunal Supremo, que estima el recurso de casación 
interpuesto por un grupo de comunicación contra la sentencia de la Audiencia Provincial de Madrid, 
28ª, de 25 de enero de 2016, declara que “los usuarios no están obligados a pagar la remuneración 
equitativa y única que contemplan los arts. 108.4 y 116.2 del texto refundido de la Ley de Propiedad 
Intelectual cuando efectúen una comunicación pública de grabaciones audiovisuales que contengan 
la fijación de obras audiovisuales en las que se hayan incorporado fonogramas o reproducciones de 
dichos fonogramas”.  

En este sentido, la Sala, entre otros, resalta:    
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“En el periodo en que se produjeron las comunicaciones públicas por las que en el litigio principal se 
reclama una indemnización, estaba en vigor el Texto Refundido de la Ley de Propiedad Intelectual 
(en lo sucesivo TRLPI). La Ley 23/2006, de 7 de julio, que entró en vigor el 28 de julio de 2006, 
modificó los preceptos legales relevantes para resolver el litigio principal. No obstante, la modificación 
es intrascendente en este litigio, por lo que, para una mayor claridad, se transcribirá únicamente la 
redacción de las normas legales posterior a la reforma de 2006.  

Los preceptos más relevantes para la resolución del recurso son los artículos 108.4 y 116.2 TRLPI 
(…)” 

Asimismo, “el art. 8.2 de la Directiva 92/100/CEE del Consejo, de 19 de noviembre de 1992, sobre 
derechos de alquiler y préstamo y otros derechos afines a los derechos de autor en el ámbito de la 
propiedad intelectual (en lo sucesivo, Directiva 92/100/CEE), establece:  

“Los Estados miembros establecerán la obligación del usuario de un fonograma publicado con fines 
comerciales, o de una reproducción de dicho fonograma, que se utilice para la radiodifusión 
inalámbrica o para cualquier tipo de comunicación al público de pagar una remuneración equitativa y 
única a los artistas intérpretes o ejecutantes y productores de fonogramas, entre los cuales se 
efectuará el reparto de la misma. A falta de acuerdo entre los artistas intérpretes o ejecutantes y los 
productores de fonogramas los Estados miembros podrán establecer las condiciones en que deban 
repartirse dicha remuneración” (...).   

La Directiva 2006/115/CE del Parlamento Europeo y del Consejo de 12 de diciembre de 2006, sobre 
derechos de alquiler y préstamo y otros derechos afines a los derechos de autor en el ámbito de la 
propiedad intelectual (en lo sucesivo, Directiva 2006/115/CE), cuyo considerando primero afirma que 
tiene por finalidad realizar una codificación de la anterior Directiva 92/100/CEE y sus reformas, 
contiene en su artículo 8.2 una norma de contenido idéntico.  

Aunque tales directivas establecen una regulación mínima, en el sentido de que “los Estados 
miembros deben estar facultados para establecer en favor de los titulares de derechos afines a los 
derechos de autor una protección mayor que la prevista por la presente Directiva en lo relativo a la 
radiodifusión” (considerando 16 de la Directiva 2006/115/CE), la trasposición llevada a cabo en los 
arts. 108.4 y 116.2 TRLPI no ha incrementado la protección de los titulares de derechos afines puesto 
que se ha limitado a trasladar a los preceptos de Derecho nacional la previsión del art. 8.2 de las 
Directivas 92/100/CEE y 2006/115/CE, sin realizar ningún añadido relevante.  

Por tal razón, para resolver el recurso debemos seguir la interpretación que de tales preceptos de las 
directivas ha realizado el Tribunal de Justicia de la Unión Europea (en lo sucesivo, TJUE) en la 
sentencia de 18 de noviembre de 2020, asunto C-147/19, en la que se da respuesta a la cuestión 
prejudicial planteada por esta sala en este recurso, puesto que el Derecho interno no añade nada 
relevante a lo previsto en tales directivas (…).   

El TJUE concluye que una grabación audiovisual que contenga la fijación de una obra audiovisual no 
puede calificarse de "fonograma" a los efectos del artículo 8, apartado 2, de las Directivas 92/100 y 
2006/115. Y por las mismas razones, tal grabación audiovisual tampoco podrá constituir un ejemplar 
de ese fonograma ni, por tanto, estar incluida en el concepto de "reproducción" de dicho fonograma 
a los efectos de esas mismas disposiciones.  

Por tales razones, TJUE responde a la cuestión planteada por esta sala y afirma que la comunicación 
al público de una grabación audiovisual que contiene la fijación de una obra audiovisual no genera el 
derecho de remuneración en favor de los artistas e intérpretes y de los productores de fonogramas 
que contemplan las Directivas 92/100 y Directiva 2006/115, en su art. 8.2. Los usuarios, como es el 
caso de la recurrente Antena 3, no tienen que pagar la remuneración equitativa y única que 
contemplan tales disposiciones (y los arts. 108.4 y 116.2 TRLPI que las trasponen a Derecho interno) 
cuando efectúen una comunicación pública de grabaciones audiovisuales que contengan la fijación 
de obras audiovisuales en las que se hayan incorporado fonogramas o reproducciones de dichos 
fonogramas.  

Por último, el TJUE, en su sentencia, aclara que esa interpretación no pasa por alto los objetivos de 
las Directivas 92/100 y 2006/115, que consisten en garantizar la continuidad del trabajo creativo y 
artístico de los autores y artistas intérpretes o ejecutantes, estableciendo una protección jurídica 
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armonizada que asegure la posibilidad de obtener unos ingresos suficientes y de amortizar las 
inversiones de los productores de fonogramas, y, de este modo, en permitir que se alcance un 
equilibrio adecuado entre el interés de los artistas intérpretes o ejecutantes y de los productores de 
fonogramas a percibir una remuneración por la difusión de un fonograma determinado y el interés de 
los terceros en poder emitir dichos fonogramas o comunicarlos al público en condiciones razonables.  

Esos objetivos, según el TJUE, deben alcanzarse mediante la celebración, con motivo de la 
incorporación de los fonogramas o las reproducciones de dichos fonogramas en las obras 
audiovisuales de que se trate, de acuerdos contractuales adecuados entre los titulares de los 
derechos sobre los fonogramas y los productores de las obras, de modo que la remuneración de los 
derechos afines sobre los fonogramas como consecuencia de la incorporación se realice a través de 
esos acuerdos contractuales” STS, Civil, 1ª, de 9 de febrero de 2021.  

Arbitraje. La Sala Primera del Tribunal Constitucional aborda la noción de orden público como causa 
de anulación de un laudo arbitral y, en este sentido, manifiesta:  

“(…) hemos de reiterar que la valoración del órgano judicial competente sobre una posible 
contradicción del laudo con el orden público, no puede consistir en un nuevo análisis del asunto 
sometido a arbitraje, sustituyendo el papel del árbitro en la solución de la controversia, sino que debe 
ceñirse al enjuiciamiento respecto de la legalidad del convenio arbitral, la arbitrabilidad de la materia 
y la regularidad procedimental del desarrollo del arbitraje. En este orden de ideas, ya hemos dicho 
que "por orden público material se entiende el conjunto de principios jurídicos públicos, privados, 
políticos, morales y económicos, que son absolutamente obligatorios para la conservación de la 
sociedad en un pueblo y en una época determinada (SSTC 15/1987, de 11 febrero; 116/1988, de 20 
junio; y 5411989, de 23 febrero), y, desde el punto de vista procesal, el orden público se configura 
como el conjunto de formalidades y principios necesarios de nuestro ordenamiento jurídico procesal, 
y solo el arbitraje que contradiga alguno o algunos de tales principios podrá ser tachado de nulo por 
vulneración del orden público. Puede decirse que el orden público comprende los derechos 
fundamentales y las libertades garantizados por la Constitución, así como otros principios esenciales 
indisponibles para el legislador por exigencia constitucional o de la aplicación de principios admitidos 
internacionalmente" (STC 46/2020, de 15 de junio, FJ 4). La acción de anulación, por consiguiente, 
sólo puede tener como objeto el análisis de los posibles errores procesales en que haya podido incurrir 
el proceso arbitral, referidos al cumplimiento de las garantías fundamentales, como lo son, por 
ejemplo, el derecho de defensa, igualdad, bilateralidad, contradicción y prueba, o cuando el laudo 
carezca de motivación, sea incongruente, infrinja normas legales imperativas o vulnere la 
intangibilidad de una resolución firme anterior. 

(…) el posible control judicial del laudo y su conformidad con el orden público no puede traer como 
consecuencia que el órgano judicial supla al tribunal arbitral en su función de aplicación del derecho. 
Tampoco es una segunda instancia revisora de los hechos y los derechos aplicados en el laudo, ni 
un mecanismo de control de la correcta aplicación de la jurisprudencia. Por consiguiente, debe 
subrayarse una vez más que si la resolución arbitral no puede tacharse de arbitraria, ilógica, absurda 
o irracional, no cabe declarar su nulidad amparándose en la noción de orden público. Así también lo 
ha señalado la misma Sala de lo Civil y Penal del Tribunal Superior de Justicia de Madrid en 
numerosas ocasiones, insistiendo en que debe quedar fuera de un posible control anulatorio “la 
posible justicia del laudo, las deficiencias del fallo o el modo más o menos acertado de resolver la 
cuestión” (sentencia de 23 de mayo de 2012). 

(...) conviene dejar sentado que el art. 37.4 LA únicamente dispone que “el laudo será siempre 
motivado”, pero no impone expresamente que el árbitro deba decidir sobre todos los argumentos 
presentados por las partes o que deba indicar las pruebas en las que se ha basado para tomar su 
decisión sobre los hechos, o motivar su preferencia de una prueba sobre otra. Las únicas precisiones 
legales sobre el contenido del laudo que se encuentran en la Ley de Arbitraje son negativas, en cuanto 
se refieren a las limitaciones que se imponen a la decisión arbitral, derivadas de lo establecido en el 
art. 41.1 LA sobre los motivos de anulación del laudo, particularmente no resolver sobre cuestiones 
no sometidas a su decisión o no susceptibles de arbitraje, y no contrariar el orden público”.  

En relación con el caso objeto del recurso de amparo, la Sala Primera del Tribunal Constitucional 
declara vulnerado el derecho de las demandantes de amparo a la tutela judicial efectiva sin 
indefensión y, en consecuencia, declara la nulidad de la sentencia de 8 de enero de 2018 y del auto 
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de 22 de mayo de 2018, ambos de la Sala de lo Civil y Penal del Tribunal Superior de Justicia de 
Madrid. STC, Sala Primera, de 15 de febrero de 2021.  

Fiscal 

Presentación extemporánea. Recargo. “La cuestión que se plantea en el presente recurso de 
casación consiste en determinar si es posible excluir el recargo por presentación extemporánea del 
artículo 27 LGT cuando, a pesar de no mediar requerimiento previo en sentido propio, la presentación 
de la autoliquidación puede haber sido inducida o impulsada por el conocimiento de hechos relevantes 
dados a conocer en un procedimiento de inspección cuyo objeto es la regularización de un periodo 
anterior.  

El concepto de requerimiento previo está definido en la LGT en términos amplios. Es posible que la 
autoliquidación complementaria de un periodo posterior pueda considerarse consecuencia directa e 
inmediata de la liquidación practicada por un periodo previo, sin necesidad de que medie un 
requerimiento administrativo en sentido estricto, pero eso no es lo que ha ocurrido esta vez. En esta 
ocasión debe hablarse de autoliquidación espontánea, ya que la misma no es consecuencia de una 
actividad inspectora que haya concluido a la fecha de presentación de la mencionada autoliquidación 
complementaria. 

Pues bien, ciñéndonos al asunto debatido, debemos responder a la cuestión con interés casacional 
manifestando que el concepto de requerimiento previo ha de entenderse en sentido amplio. Es posible 
excluir el recargo por presentación extemporánea previsto en el artículo 27 LGT cuando, a pesar de 
no mediar requerimiento previo en sentido estricto, la presentación extemporánea de la 
autoliquidación puede haber sido inducida por el conocimiento de hechos relevantes reflejados en un 
Acta de conformidad relativa a un determinado ejercicio de un Impuesto, suscrita con anterioridad a 
la presentación de dichas autoliquidaciones correspondientes a determinados periodos de un ejercicio 
anterior de mismo impuesto. En esas condiciones se puede considerar que se han realizado 
actuaciones administrativas conducentes a la regularización o aseguramiento de la liquidación de la 
deuda tributaria En cambio, no se excluye dicho recargo cuando las autoliquidaciones extemporáneas 
se presentaron antes de la suscripción del Acta de conformidad en la que se documentan las 
actuaciones inspectoras referidas a un ejercicio anterior.  

En virtud de dicha interpretación, la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo 
estima el recurso de casación interpuesto por la representación procesal de la Administración General 
del Estado contra la sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de 
Justicia de la Comunidad Valenciana, 3ª, de 25 de septiembre de 2018. STS, Contencioso-
Administrativo, 2ª, de 23 de noviembre de 2020.  

Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas. A tenor de la fundamentación contenida en la 
Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo, de 15 de octubre de 
2020, (Rec. Cas. núm. recurso 1434/2019), la Sala manifiesta que: “A la pregunta de la Sección 
Primera de la Sala de lo Contencioso-Administrativo sobre: “Precisar el alcance de la expresión 
“rendimientos declarados por el contribuyente” contenida en el artículo 23.2 de la Ley 35/2016, de 28 
de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de modificación parcial de las 
leyes de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio, a 
efectos de la aplicación de la reducción del 60% sobre los rendimientos derivados del arrendamiento 
de bienes inmuebles destinados a vivienda", ha de responderse en el sentido de que tal limitación se 
refiere a las declaraciones, y no a la comprobación de las autoliquidaciones”.  

Por seguridad jurídica han de aplicarse al presente caso los mismos razonamientos de la sentencia 
antes transcrita”, [(STS, Contencioso-Administrativo, 2ª, de 15 de octubre de 2020), (Rec. Cas. núm. 
recurso 1434/2020)] con la consecuencia de desestimar el recurso de casación y de responder a la 
pregunta formulada por la Sección Primera “Precisar el alcance de la expresión “rendimientos 
declarados por el contribuyente" contenida en el artículo 23.2 de la Ley 35/2016, de 28 de noviembre, 
del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de modificación parcial de las leyes de los 
Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio, a efectos de la 
aplicación de la reducción sobre los rendimientos derivados del arrendamiento de bienes inmuebles 
destinados a vivienda”, en el sentido de que tal limitación se refiere a las declaraciones, y no a la 
comprobación de las autoliquidaciones".  
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En consecuencia, la Sala desestima el recurso de casación promovido por representación de la 
Administración del Estado, el Abogado del Estado, contra la sentencia de la Sección 3ª de Sala de lo 
Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Valencia, de 25 de marzo de 2019. 
STS, Contencioso-Administrativo, 2ª, de 17 de diciembre de 2020.  

Retroacción de actuaciones. La Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo 
responde a las cuestiones de interés casacional fijadas en el auto de admisión, manifestando que:  

“a) Los actos dictados por la Administración tributaria en ejecución de una resolución judicial que se 
limita a anular una liquidación tributaria por falta de motivación, sin abordar el fondo del asunto, 
suponen una retroacción de actuaciones -al margen de que se ordene ésta formalmente en el fallo-, 
formando parte del mismo procedimiento de gestión en el que tuvo su origen el acto administrativo 
anulado por aquélla. 

b) La ejecución de las sentencias judiciales se rige por mandado por el artículo 117.3 CE, en relación 
con los artículos 103 y siguientes LJCA. La regulación administrativa que complementa el régimen 
procesal de la ejecución resulta aplicable en la medida en que no se oponga a la LJCA. 

c) En función del alcance del fallo y el contenido de la sentencia anulatoria, pueden producirse 
diversas situaciones en la ejecución. En particular, habida cuenta de que la anulación por motivos 
formales produce la retroacción de actuaciones, lo que procede es que se vuelva al procedimiento 
para que se subsane el vicio formal, momento en el que debe continuar el procedimiento dirigido a 
dictar la liquidación dentro del plazo que resta”.  

En este sentido, la Sala estima el recurso de casación interpuesto por la representación procesal de 
una entidad mercantil contra la sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal 
Superior de Justicia de Madrid, Sección Novena, de 20 de febrero de 2018, en relación con una 
segunda liquidación por el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos 
Documentados practicada tras la anulación por la sentencia de la Sección Cuarta de dicho órgano 
jurisdiccional de 23 de enero de 2009 (recurso nº 1078/2005;) de la primera liquidación girada por el 
referido tributo, por falta de motivación, y consiguientemente se anula la sentencia recurrida y la 
resolución y los actos administrativos recurridos de los que trae causa. 

El Magistrado D. José Díaz Delgado ha formulado voto particular a la presente sentencia. En su 
opinión, la respuesta a las cuestiones planteadas debería ser la siguiente: 

“i. los actos dictados por la Administración tributaria en ejecución de una resolución judicial que se 
limita a anular una liquidación tributaria por falta de motivación, sin abordar el fondo del asunto, no 
suponen una retroacción de actuaciones -si no se ordena ésta formalmente en el fallo - y si se ordena 
forman parte del mismo procedimiento de gestión en el que tuvo su origen el acto administrativo 
anulado por aquélla. 

“ii. La Administración no ostenta en cumplimiento de lo ordenado en la sentencia una potestad propia, 
debiendo limitarse a observar lo mandado por los Tribunales de Justicia (artículo 117.3 CE, en relación 
con los artículos 103 y siguientes de la LJCA)”. STS, Contencioso-Administrativo, 2ª, de 22 de 
diciembre de 2021.  

Impuesto sobre el Incremento del Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana. Solicitud de 
rectificación de autoliquidación y devolución de ingresos indebidos. En relación con una 
solicitud de devolución de ingresos indebidos que trae causa de una autoliquidación formulada del 
Impuesto municipal sobre el incremento del valor de los terrenos de naturaleza urbana, la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo del Alto Tribunal, manifiesta: “(…) las dos cuestiones que han de 
decidirse, siguiendo un orden lógico, están vinculadas entre sí: la de si hay una liquidación firme que 
sólo podría ser impugnada instando “(…) alguno de los procedimientos especiales de revisión 
establecidos en los párrafos a), c) y d) del artículo 216 y mediante el recurso extraordinario de revisión 
regulado en el artículo 244 de esta ley”, en el decir del artículo 221.3 LGT; y, en caso negativo, si 
cabe instar, dentro del plazo de prescripción del derecho fijado en el artículo 66.3 LGT, una segunda 
vez, la solicitud de devolución, por razones diferentes o con fundamento en hechos o circunstancias 
que no pudieron ser tenidos en cuenta a la hora de efectuar la petición primera”.  
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En este sentido, la Sala fija como criterio interpretativo:  

“Atendida la anterior argumentación, podemos alcanzar la conclusión de que le es posible al 
contribuyente solicitar una segunda vez -y obtener respuesta de fondo por parte de la Administración, 
que es obligada-, la rectificación de la autoliquidación formulada y la devolución de ingresos indebidos 
derivados de tal acto, en tanto no se consume el plazo de prescripción del derecho establecido en el 
artículo 66.c) de la LGT.  

A tal efecto, la mera respuesta negativa a una solicitud de esta naturaleza no equivale a una 
liquidación tributaria a efectos de lo establecido en los artículos 101 y concordantes de la misma LGT, 
cuanto tal sedicente liquidación no se ha dictado en el ejercicio de una actividad de aplicación de los 
tributos, de comprobación o investigación y en el curso de un procedimiento debido previsto 
legalmente a tal efecto.  

Además, no cabe reputar liquidación, a los efectos del artículo 221.3 LGT, a la parte agregada o 
acumulada de un acto de respuesta denegatoria a la solicitud de un contribuyente a que tiene legal 
derecho ( arts. 32, 34 y concordantes LGT), que se limita a establecer una obligación idéntica a la ya 
cumplida, por cuantía supuestamente debida, pero íntegramente coincidente con la que reclaman los 
interesados, así como a indicar que tal cantidad ya ha sido ingresada, pues el efecto de tal declaración 
es cuando menos, superfluo e ineficaz, esto es, no añade un contenido y eficacia distintos y propios 
a los que derivan de la mera denegación de la solicitud -como procedimiento, además, iniciado a 
virtud de solicitud de parte interesada, no de oficio-, que comporta un efecto jurídico que no es alterado 
o agravado o condicionado mediante tal pretendida liquidación.  

A los efectos que nos ocupan, cabe considerar que una segunda solicitud es diferente a la primera 
cuando incorpora argumentos, datos o circunstancias sobrevenidas, relevantes para la devolución 
instada, (…).   

A la vista de dicha interpretación y, en relación con el caso concreto, la Sala estima el recurso de 
casación interpuesto por la representación procesal contra la sentencia de la Sala de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, Sección 9ª, de 4 de diciembre de 2017. 
STS, Contencioso-Administrativo, 2ª, de 4 de febrero de 2021.  

Impuesto sobre Sociedades. Intereses de demora. La Sala de lo Contencioso-Administrativo del 
Tribunal Supremo aborda la deducibilidad de los intereses de demora a efectos del Impuesto sobre 
Sociedades y, en este sentido, manifiesta:  

“El artículo 4 del TRLRHL define el hecho imponible del Impuesto sobre Sociedades, estableciendo 
que estará constituido por la renta obtenida por el contribuyente, cualquiera que fuera su fuente u 
origen. Por su parte, para determinar el importe de dicha renta, el artículo 10.3 de la LIS dispone que 
“en el método de estimación directa, la base imponible se calculará, corrigiendo, mediante la 
aplicación de los preceptos establecidos en esta Ley, el resultado contable determinado de acuerdo 
con las normas previstas en el Código de Comercio, en las demás leyes relativas a dicha 
determinación y en las disposiciones que se dicten en desarrollo de las citadas normas”. 

Por consiguiente, la base imponible del Impuesto sobre Sociedades, la medición de la capacidad 
económica del contribuyente a efectos fiscales, viene determinada a partir del resultado contable que 
es corregido en determinados supuestos en los términos previstos, a tal fin, en los preceptos 
específicos contenidos en el TRLIS. Esta es la forma que el legislador ha ideado para medir la 
capacidad económica de los sujetos pasivos del Impuesto sobre Sociedades y a ella habrá que estar, 
dejando a salvo la Constitución y, puesto que lo que se discute es si un determinado tipo de gastos 
contables son gastos deducibles en el Impuesto sobre Sociedades, debemos tener presente, en 
primer lugar, lo dispuesto en el artículo 14 del TRLRHL, que lleva por rúbrica “gastos no deducibles” 
en cuyo apartado primero se incluyen una serie de gastos de los que nos interesan los siguientes: 

-Las multas y sanciones penales y administrativas, el recargo de apremio y el recargo por 
presentación fuera de plazo de declaraciones-liquidaciones y autoliquidaciones (letra c). 

-Los donativos y liberalidades (letra e) 
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Esta relación nominal de gastos no deducibles, en lo que ahora importa, coincide en gran parte con 
lo previsto en el artículo 15 de la actual LIS, puesto que establece que no tendrán la consideración de 
gastos fiscalmente deducibles: 

c) Las multas y sanciones penales y administrativas, los recargos del período ejecutivo y el recargo 
por declaración extemporánea sin requerimiento previo (letra c) 

e) Los donativos y liberalidades (letra e) 

f) Los gastos de actuaciones contrarias al ordenamiento jurídico (letra f) 

Este último supuesto no está previsto en la legislación precedente, que es a la sazón aplicable al caso 
que nos ocupa. 

Es el momento de recordar que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 25.1 LGT tienen la 
naturaleza de obligaciones tributarias accesorias las obligaciones de satisfacer el interés de demora, 
los recargos por declaración extemporánea y los recargos del período ejecutivo, consistiendo estas 
obligaciones en prestaciones pecuniarias que se deben satisfacer a la Administración tributaria y cuya 
exigencia se impone en relación con otra obligación tributaria. 

Por su parte el artículo 26.1 LGT establece que: “El interés de demora es una prestación accesoria 
que se exigirá a los obligados tributarios y a los sujetos infractores como consecuencia de la 
realización de un pago fuera de plazo o de la presentación de una autoliquidación o declaración de la 
que resulte una cantidad a ingresar una vez finalizado el plazo establecido al efecto en la normativa 
tributaria, del cobro de una devolución improcedente o en el resto de casos previstos en la normativa 
tributaria”. 

Los intereses de demora tienen por objeto compensar por el incumplimiento de una obligación de dar, 
o mejor, por el retraso en su cumplimiento. Tienen, pues, carácter indemnizatorio. 

Por tanto, los intereses de demora no se incluyen en la letra c) del artículo 14 TRLIS (actual letra c) 
artículo 15 LIS/2014). 

Es evidente que tampoco son donativos o liberalidades puesto que el pago por su deudor no deriva 
de su “animus donandi” o de voluntariedad, como requiere la donación o liberalidad. Su pago es 
impuesto por el ordenamiento jurídico, tiene carácter ex lege. 

Por último, ya hemos dicho que en la legislación aplicable al presente recurso de casación no se 
contemplan como gastos no deducibles los “gastos de actuaciones contrarias al ordenamiento 
jurídico”, pero lo cierto es que “actuaciones contrarias al ordenamiento jurídico” no pueden equiparse, 
sin más, a cualquier incumplimiento del ordenamiento jurídico ya que esto conduciría a soluciones 
claramente insatisfactorias, sería una interpretación contraria a su finalidad. La idea que está detrás 
de la expresión “actuaciones contrarias al ordenamiento jurídico” necesita ser acotada, han de 
evitarse interpretaciones expansivas, puesto que esa expresión remite solo a cierto tipo de 
actuaciones, vg. sobornos y otras conductas similares. En todo caso, los intereses de demora 
constituyen una obligación accesoria, tienen como detonante el incumplimiento de la obligación 
principal, pero en sí mismos considerados, no suponen un incumplimiento; al revés, se abonan en 
cumplimiento de una norma que legalmente lo exige. 

No admitir la deducción de los intereses de demora sería una penalización que, como tal, requeriría 
una previsión expresa, cosa que no sucede. 

(…) la normativa reguladora del Impuesto sobre sociedades incluye preceptos específicos que, a los 
presentes efectos, han de tenerse en cuenta, como son el principio de inscripción contable, 
disponiendo en ese sentido el artículo 19 TRLIS/2004, titulado “Imputación temporal. Inscripción 
contable de ingresos y gastos”, en su apartado 3 (…). 

La deducción de los gastos controvertidos y sobre los que versa este recurso está sometida a los 
límites establecidos en el artículo 20 TRLIS (artículo 16 actual LIS). 

A la vista de ello, la Sala fija como criterio interpretativo que, a efectos del Impuesto sobre Sociedades, 
“los intereses de demora, sean los que se exijan en la liquidación practicada en un procedimiento de 
comprobación, sean los devengados por la suspensión de la ejecución del acto administrativo 
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impugnado, tienen la consideración de gasto fiscalmente deducible, atendida su naturaleza jurídica, 
con el alcance y límites que se han expuesto en este fundamento de derecho”.  

En consecuencia, la Sala estima el recurso de casación interpuesto contra la Sentencia de la Sección 
4ª de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Galicia, de 18 de 
marzo de 2019, en relación con el Impuesto sobre Sociedades, ejercicio 2014. STS, Contencioso-
Administrativo, 2ª, de 8 de febrero de 2021.  

Laboral 

Contrato de interinidad por vacante. Administración Pública empleadora. La Sala de lo Social del 
Tribunal Supremo, que estima el recurso de casación para la unificación de doctrina interpuesto por 
la representación procesal de la Junta de Andalucía contra la sentencia de la Sala de lo Social del 
Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, sede en Sevilla, de 27 de febrero de 2019, en relación con 
el contrato de interinidad por vacante de duración superior a tres años, en el ámbito de las 
Administraciones Públicas, manifiesta:  

“La Sala ha mantenido con reiteración que el artículo 70.1 EBEP se limita a imponer obligaciones a 
las administraciones públicas fijando un plazo de tres años para la ejecución de la oferta de empleo 
público o instrumento similar, sin que lo establecido en ese precepto permita concluir que la mera 
superación del plazo de tres años, salvo que se haya producido fraude o abuso en la contratación, 
pueda tener como consecuencia la novación de los contratos de interinidad por vacante en indefinidos 
no fijos, ni tampoco que estos contratos hayan de tener una duración máxima de tres años, pues 
como se ha dicho ese plazo va referido a la ejecución de la oferta de empleo público. Nos remitimos, 
en este sentido y entre otras, a nuestras sentencias de 24 de abril de 2019 (Pleno, FD Tercero, 3, 
rcud 1001/2017); 4 de julio de 2019 (Pleno, FD Tercero, rcud 2357/2018); 18 de julio de 2019 (FD 
Segundo, 3, rcud 1010/2018); 19 de julio de 2019 (FD Segundo, 3, rcud 3975/2917); 12 de noviembre 
de 2019 (FD Tercero, rcud 2503/2018); 793/2019, 20 de noviembre de 2019 (FD Tercero, 2, rcud 
2732/2018); 5 de diciembre de 2019 (FD Tercero, 2, rcud 1986/2018); y 17 de diciembre de 2019 (FD 
Segundo, 3, rcud 1758/2018). Tienen particular relevancia para el presente recurso nuestras 
sentencias 793/2019, 20 de noviembre de 2019 (rcud 2732/2018) - ya citada -, 106/2020, 5 de febrero 
de 2020 (rcud 2246/2018), 112/2020, 6 de febrero de 2020 (rcud 2726/2018), 424/2020, 10 de junio 
de 2020 (rcud 3550/2018), 446/2020, 15 de junio de 2020 (rcud 3562/2018), 861/2020, de 7-10-2020 
(rcud. 2968/19), 860/2020, de 7-10-2020, (rcud. 4645/18), 867/2020, de 7-10-2020 (rcud. 4855/18), 
877/2020, de 8-10-2020 (rcud. 3790/18) y 967/2020, de 4-11-2020, (rcud. 2725/18). En dichas 
sentencias se invocaba la misma sentencia de contraste (la sentencia de la Sala de lo Social del 
Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, sede de Málaga, de 1 de marzo de 2018, rec. 1884/2017) 
que en el presente recurso se esgrime, descartándose en todas ellas que la mera superación del 
plazo de tres años, prevista en el art. 70.1 EBEP, nove en indefinido no fijo el contrato de interinidad 
por vacante. La citada STS 424/2020, 10 de junio de 2020 (rcud 3550/2018), con mención de las 
STJUE 5 de junio de 2018 (C-677/16) y 19 de marzo de 2020 (C- 103/18 y 429/18), recuerda que las 
convocatorias para cubrir las ofertas de empleo público quedaron paralizadas durante algunos años 
por la grave crisis económica existente, debiendo subrayarse, en todo caso, que no se ha probado 
que el puesto de trabajo, ocupado por la demandante, esté entre los considerados como prioritario a 
efectos de su cobertura automática, de conformidad con lo dispuesto en el art. 20 de la Ley 48/2015, 
de 29 de octubre, de Presupuestos Generales del Estado para 2016. 2.- La aplicación de nuestra 
reiterada doctrina al presente caso conduce a estimar el recurso, toda vez que la mera superación del 
plazo de tres años del artículo 70.1 EBEP, sin que concurriera ninguna otra circunstancia, no convierte 
en indefinido el contrato, como venimos reiterando en nuestra doctrina”. STS, Social, 1ª, de 14 de 
enero de 2021 (Rec. cas. núm. 2209/2019).  

Véase, también, Ss. TS, Social, de 14 de enero de 2021 (Rec. Cas. núm. 3334/2019 y 1096/2019).   

Suspensión de contratos por causa de fuerza mayor. COVID-19. En relación con la explotación 
de centros de educación infantil de titularidad pública, desarrollados a través de contratos públicos 
con las Administraciones titulares de los centros y, con motivo de una demanda de conflicto colectivo 
en materia de impugnación colectiva de suspensión de contratos por causa de fuerza mayor, el Pleno 
de la Sala de lo Social del Tribunal Supremo, que desestima el recurso de casación interpuesto contra 
la sentencia de la Sala de lo Social de la Audiencia Nacional, de 15 de junio de 2020, manifiesta:  
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“(…) ha de partirse de que el art. 34 del RD-ley 8/2020 es norma especial y como tal ha de aplicarse 
con preferencia a la legislación ordinaria de contratos públicos, y por tanto, mientras dure el estado 
de alarma, la legislación ordinaria de contratos públicos solo será aplicable para resolver las 
incidencias contractuales relacionadas con el COVID-19 cuando no se oponga al RD-ley 8/2020, en 
su versión dada por el RD-ley 11/2020.  

Rechazando las afirmaciones de la recurrente, y respecto a los contratos de servicios de prestación 
sucesiva (art. 34.1 del RD-ley 8/2020), de que no existe suspensión del contrato, ni fuerza mayor al 
no constar la imposibilidad de realizar el servicio, cabe señalar lo siguiente:  

a.- El término “imposibilidad”, es una cuestión fáctica que aprecia en primer lugar la Administración 
contratante, y que comporta la inviabilidad absoluta de ejecutar el contrato, es decir que no pueda 
continuarse la ejecución debido al estado de alarma , y que puede surgir desde el mismo momento 
en que se decreta el estado de alarma o posteriormente (…).  

b.- Consta que existe suspensión de los contratos. El art. 34.1 del RD-ley 8/2020 dispone que: “1. Los 
contratos públicos de servicios y de suministros de prestación sucesiva, vigentes a la entrada en vigor 
de este real decreto ley, celebrados por las entidades pertenecientes al Sector Público, en el sentido 
definido en el artículo 3 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la 
que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del 
Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, cuya ejecución devenga imposible 
como consecuencia del COVID-19 o las medidas adoptadas por el Estado, las comunidades 
autónomas o la Administración local para combatirlo, quedarán automáticamente suspendidos desde 
que se produjera la situación de hecho que impide su prestación y hasta que dicha prestación pueda 
reanudarse. (...)”.  

En consecuencia, los contratos quedaron automáticamente suspendidos. Cierto es que la Disposición 
final primera, apartado diez del Real Decreto-ley 11/2020 de 31 de marzo, por el que se adoptan 
medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19, 
ha dado nueva redacción al art. 34 del Real Decreto-ley 8/2020, suprimiendo la referencia al carácter 
“automático” de la suspensión, no obstante lo cual, en el caso la suspensión ya se había producido 
de oficio, por cuanto pese al silencio del precepto, el órgano de contratación conserva la prerrogativa 
de suspender de oficio el contrato -como ha sucedido en el presente caso- si aprecia que, por la crisis 
sanitaria vinculada al COVID-19, la ejecución del contrato deviene imposible, y ello aunque el 
contratista no lo solicite.  

A partir de aquí, es cuando el contratista podría tener derecho a ser indemnizado, si bien únicamente 
-en su caso- por los conceptos mencionados en el párrafo segundo del art. 34.1 del Real Decreto-ley 
8/2020, presentando nueva solicitud cuál establece el precepto con la justificación de los daños y 
perjuicios. En ningún caso se indemnizará al contratista por los conceptos del art. 208.2 a) de la LCSP, 
pues el párrafo cuarto del art. 34.1 del Real Decreto-ley 8/2020 lo declara expresamente inaplicable 

Asimismo, y conforme al art. 34.4 del Real Decreto-ley, en relación a los contratos de concesión de 
servicios vigentes a la entrada en vigor del Real Decreto-ley 8/2020 establece las medidas que en su 
caso, darán derecho al concesionario al restablecimiento del equilibrio económico del contrato.  

Las empresas contratistas del Sector Público podrán hacer uso de los ERTE, y cuando afecte al 
personal adscrito a la prestación de ese servicio, podrán también actuar instando los mecanismos 
indemnizatorios previstos en el artículo 34 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo. (…).  

En definitiva, contrariamente a lo señalado por la recurrente, el ERTE por fuerza mayor es compatible 
con el derecho del concesionario al restablecimiento del equilibrio económico del contrato. El 
contratista que se encuentre en la situación descrita en el art. 34.4 pfo. 1º del RD-ley 8/2020, como 
se señala en el mismo, deberá dirigir solicitud al órgano de contratación para que pueda adoptarse el 
pronunciamiento sobre la imposibilidad de ejecución del contrato como consecuencia de dicha 
situación, cual ha sucedido en el presente caso en que se acuerda la suspensión del servicio como 
consecuencia del RD 463/2020, de 14 de marzo, y la suspensión de los contratos al declararse 
expresamente la imposibilidad de ejecución de los contratos de gestión del servicio público de las 
escuelas infantiles (…). 
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El derecho al restablecimiento del equilibrio económico del contrato, se producirá en los supuestos 
contemplados en el art. 34 del RD-ley 8/2020, con el alcance y modalidad que para caso se establece 
en el mismo, por imperativo del propio precepto.  

c.- De cuanto antecede resulta la fuerza mayor que posibilita a la empresa a suspender los contratos 
de la totalidad de la plantilla en los términos solicitados, entendiendo la fuerza mayor en los términos 
ya señalados en el punto 1 del presente FD (…)”. STS, Social, Pleno, de 25 de enero de 2021.  

Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea. Carta de Derechos Fundamentales. La Sala 
Cuarta del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, en los asuntos acumulados C-407/19 y C-471/19, 
que tiene por objeto dos peticiones de decisión prejudicial planteadas por el Raad van State (Consejo 
de Estado, actuando como Tribunal Supremo de lo Contencioso-Administrativo, Bélgica) (C-407/19) 
y el Grondwettelijk Hof (Tribunal Constitucional, Bélgica) (C-471/19), sobre la interpretación, en el 

asunto C‑407/19, de los artículos 34 TFUE, 35 TFUE, 45 TFUE, 49 TFUE, 56 TFUE, 101 TFUE, 102 

TFUE y 106 TFUE, apartado 1, y, en el asunto C‑471/19, de los artículos 49 TFUE y 56 TFUE, de los 

artículos 15 y 16 de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea y del principio de 
igualdad, ha declarado que:  

“1) Los artículos 49 TFUE y 56 TFUE deben interpretarse en el sentido de que no se oponen a una 
normativa nacional que obliga a las personas o empresas que deseen ejercer actividades portuarias 
en una zona portuaria, incluidas las tareas ajenas a la carga y descarga de barcos en sentido estricto, 
a valerse únicamente de trabajadores portuarios reconocidos como tales conforme a las condiciones 
y modalidades fijadas en aplicación de esta normativa, siempre que dichas condiciones y 
modalidades, por una parte, se basen en criterios objetivos, no discriminatorios, conocidos de 
antemano y que permitan a los trabajadores portuarios de otros Estados miembros demostrar que 
cumplen, en su Estado de origen, exigencias equivalentes a las aplicadas a los trabajadores 
portuarios nacionales y, por otra parte, no establezcan un contingente limitado de trabajadores que 
puedan ser objeto de tal reconocimiento.  

2) Los artículos 45 TFUE, 49 TFUE y 56 TFUE deben interpretarse en el sentido de que se oponen a 
una normativa nacional en virtud de la cual: 

– el reconocimiento de los trabajadores portuarios corresponde a una comisión administrativa 
constituida de manera paritaria por miembros designados por las organizaciones de empresarios y 
por las organizaciones de trabajadores, 

– esta comisión decide igualmente, en función de la necesidad de mano de obra, si los trabajadores 
reconocidos deben integrarse o no en un contingente de trabajadores portuarios, en el bien entendido 
de que, respecto a los trabajadores portuarios no integrados en este contingente, la duración de su 
reconocimiento se limita a la duración de su contrato de trabajo, de modo que debe iniciarse un nuevo 
procedimiento de reconocimiento por cada nuevo contrato que celebren,  

– no se prevé ningún plazo en el que deba pronunciarse dicha comisión. 

3) Los artículos 45 TFUE, 49 TFUE y 56 TFUE deben interpretarse en el sentido de que no se oponen 
a una normativa nacional a tenor de la cual un trabajador, a menos que pueda demostrar que cumple 
en otro Estado miembro condiciones equivalentes, para ser reconocido como trabajador portuario, 
debe: 

– ser declarado médicamente apto para el trabajo portuario por un servicio externo para la prevención 
y protección en el trabajo, al que está afiliada una organización a la que todos los empresarios activos 
en la zona portuaria de que se trate deben afiliarse obligatoriamente; 

– superar las pruebas psicotécnicas realizadas por el órgano designado a tal efecto por esta 
organización de empresarios; 

– realizar durante tres semanas cursos preparatorios relativos a la seguridad en el trabajo y para 
obtener una cualificación profesional,  

–  superar la prueba final, 

siempre que la misión confiada a la organización de empresarios y, en su caso, a los sindicatos de 
los trabajadores portuarios reconocidos en la designación de los órganos encargados de efectuar 
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tales exámenes o pruebas no ponga en cuestión el carácter transparente, objetivo e imparcial de estos 
últimos. 

4) Los artículos 45 TFUE, 49 TFUE y 56 TFUE deben interpretarse en el sentido de que no se oponen 
a una normativa nacional en virtud de la cual los trabajadores portuarios, reconocidos como tales 
conforme al régimen legal que les resultaba aplicable antes de la entrada en vigor de esta normativa, 
conservan, en aplicación de esta última, la condición de trabajadores portuarios reconocidos y son 
integrados en el contingente de trabajadores portuarios que prevé dicha normativa. 

5) Los artículos 45 TFUE, 49 TFUE y 56 TFUE deben interpretarse en el sentido de que no se oponen 
a una normativa nacional que prevé que el traslado de un trabajador portuario a un contingente de 
trabajadores de una zona portuaria distinta de aquella para la que haya obtenido su reconocimiento 
está sujeto a condiciones y modalidades fijadas mediante convenio colectivo, siempre que estas 
últimas resulten necesarias y proporcionadas respecto al objetivo de garantizar la seguridad en cada 
zona portuaria, extremo que corresponde verificar al órgano jurisdiccional remitente. 

6) Los artículos 45 TFUE, 49 TFUE y 56 TFUE deben interpretarse en el sentido de que no se oponen 
a una normativa nacional que prevé que los trabajadores logísticos han de disponer de un «certificado 
de seguridad», expedido previa presentación de su tarjeta de identidad y de su contrato de trabajo y 
cuyas modalidades de expedición y el procedimiento que deba seguirse para su obtención se fijan 
mediante convenio colectivo, siempre que las condiciones de expedición de ese certificado sean 
necesarias y proporcionadas respecto al objetivo de garantizar la seguridad en las zonas portuarias y 
que el procedimiento previsto para su obtención no imponga cargas administrativas poco razonables 
y desproporcionadas”. STJUE, 4ª, de 11 de febrero de 2021.  
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MISCELÁNEA  
 

 

INICIATIVAS LEGISLATIVAS  

Últimos Proyectos de Ley presentados 

Proyecto de Ley por la que se adoptan medidas para la reducción de la brecha de género y otras 
materias en los ámbitos de la Seguridad Social y económico (procedente del Real Decreto-ley 3/2021, 
de 2 de febrero).  

Proyecto de Ley de refuerzo y consolidación de medidas sociales en defensa del empleo (procedente 
del Real Decreto-ley 2/2021, de 26 de enero).  

Proyecto de Ley por la que se modifica la Ley 16/1987, de 30 de julio, de Ordenación de los 
Transportes Terrestres, en materia de infracciones para luchar contra la morosidad en el ámbito del 
transporte de mercancías por carretera.  

Proyecto de Ley Orgánica de protección de datos personales tratados para fines de prevención, 
detección, investigación y enjuiciamiento de infracciones penales y de ejecución de sanciones 
penales.  

Proyecto de Ley de protección de los consumidores y usuarios frente a situaciones de vulnerabilidad 
social y económica (procedente del Real Decreto-ley 1/2021, de 19 de enero).  

Proyecto de Ley de declaración del Parque Nacional de la Sierra de las Nieves.  

Proyecto de Ley por la que se aprueban medidas urgentes para la modernización de la Administración 
Pública y para la ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia (Real Decreto-ley 
36/2020, de 30 de diciembre).  

Últimas proposiciones de ley de grupos parlamentarios  

Proposición de Ley Orgánica de reforma de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código 
Penal para la protección de la libertad de expresión.  

Proposición de Ley por la que se modifica la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, del sector eléctrico 
para incluir medidas para facilitar el suministro eléctrico en condiciones competitivas a los 
consumidores estacionales.  

Proposición de Ley Orgánica de reforma de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen 
Electoral General, para la regulación del ejercicio del voto por los españoles que viven en el extranjero.  

RRDGSJyFP 

Protección registral del dominio público. En relación con la protección registral del dominio público, 
la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, que desestima el recurso interpuesto contra 
la nota de calificación de la registradora de la propiedad de Corralejo, resalta que: “el artículo 9 de la 
Ley Hipotecaria contempla en su apartado b) la posibilidad de incorporar a la inscripción, como 
operación específica, la representación gráfica georreferenciada de la finca que complete su 
descripción literaria, expresándose, si constaren debidamente acreditadas, las coordenadas 
georreferenciadas de sus vértices.  

Según dicho artículo 9.b), para efectuar esta incorporación potestativa han de aplicarse con carácter 
general los requisitos establecidos en el artículo 199.  

Según el artículo 199 apartado 1, párrafo 4.º, “el registrador denegará la inscripción de la identificación 
gráfica de la finca, si la misma coincidiera en todo o parte con otra base gráfica inscrita o con el 
dominio público, circunstancia que será comunicada a la Administración titular del inmueble afectado. 
En los demás casos, y la vista de las alegaciones efectuadas, el registrador decidirá motivadamente 
según su prudente criterio, sin que la mera oposición de quien no haya acreditado ser titular registral 
de la finca o de cualquiera de las registrales colindantes determine necesariamente la denegación de 
la inscripción. La calificación negativa podrá ser recurrida conforme a las normas generales” (…).  
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En este sentido, “como afirmó la Dirección General de los Registros y del Notariado en las 
Resoluciones de 15 de marzo y 12 de abril de 2016 o las más recientes de 4 de septiembre de 2017 
y 13 de abril de 2018, la obligación legal a cargo de los registradores de la propiedad de tratar de 
impedir la práctica de inscripciones que puedan invadir el dominio público tiene su origen y 
fundamento, con carácter general, en la legislación protectora del dominio público, pues, como señala 
la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones Públicas, tanto en su 
artículo 6 como en su artículo 30, los bienes y derechos de dominio público o demaniales son 
inalienables, imprescriptibles e inembargables, lo cual no es sino manifestación del principio y 
mandato supremo contenido en el artículo 132 de la Constitución. 

La Ley 13/2015, de 24 de junio, de Reforma de la Ley Hipotecaria, al dar nueva redacción a diversos 
artículos de la Ley Hipotecaria, prevé que, en todo caso, el registrador tratará de evitar la inscripción 
de nuevas fincas o de la representación gráfica georreferenciada de fincas ya inmatriculadas cuando 
tuviera dudas fundadas sobre la posible invasión del dominio público.  

Así se expresa de manera terminante y reiterada en varios preceptos de la Ley Hipotecaria, y no sólo 
en el artículo 9 que ya contiene una proclamación general al respecto, sino también en diversos 
artículos del título VI de la Ley que contienen manifestaciones concretas del mismo principio general 
(…)”. RDGSJyFP de 14 de enero de 2021.  

Concursal. Con motivo del recurso interpuesto contra la nota de calificación del registrador de la 
propiedad núm. 44 de Madrid por la que se denegó la cancelación de determinadas hipotecas como 
consecuencia de un auto judicial por el que se había autorizado la enajenación de inmuebles de una 
sociedad concursada, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, citando la Resolución 
de dicho Centro Directivo de 11 de septiembre de 2017, dice: “Como ha tenido ocasión de poner de 
relieve este Centro Directivo, las reglas contenidas en la Ley Concursal para la enajenación del bien 
sobre que recae el derecho real de garantía (artículos 149.2 y 155.4 de la Ley Concursal) tienen 
carácter imperativo y a ellas necesariamente debe ajustarse el plan de liquidación, reglas imperativas 
que rigen también en defecto de aprobación del plan de liquidación (vid., por todas, la Resolución de 
10 de enero de 2017). Por lo demás, el carácter imperativo de tales normas ha sido confirmado por 
la citada Sentencia del Tribunal Supremo de 23 de julio de 2013 (aunque se pronunciara 
específicamente sobre el apartado 3 del artículo 155 de la Ley Concursal), se desprende claramente 
del contenido y posición sistemática del citado artículo. Así resulta con mayor claridad después de la 
modificación introducida en el artículo 149 de la Ley Concursal por la Ley 9/2015, de 25 de mayo, que 
sustituyó en aquél la rúbrica de “Reglas legales supletorias” por la de “Reglas legales de liquidación”, 
así como de la regulación modificada, de la que se infiere que la norma del segundo párrafo del 
apartado 2, remitente al artículo 155.4 de la Ley Concursal, no es regla supletoria sino de imperativa 
observancia. Y es que, de tales normas resulta patente la voluntad del legislador, para el caso de 
realización fuera de convenio de bienes gravados con prenda o hipoteca (y dada la especial afección 
del bien objeto de estos derechos de garantía), de dificultar la realización de tales bienes por un precio 
inferior al de tasación fijado de mutuo acuerdo por las partes en el momento de constitución de la 
garantía real, de modo que la realización por ese precio inferior requiere el consentimiento de la 
entidad acreedora con privilegio especial” (…). 

“Resulta por tanto legalmente exigido que para cancelar las hipotecas anteriores al concurso del titular 
registral en la enajenación de los que los acreedores con privilegio especial como son los hipotecarios 
es preciso que hayan tenido la participación legalmente exigible”, resalta dicho Centro Directivo.  

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública estima el recurso, 
revocando la nota de calificación.  RDGSJyFP de 5 de febrero de 2021.  

Consejo de Administración. Delegación de facultades. En relación con el ámbito de 
representación de los administradores de sociedades de capital, la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, que desestima el recurso interpuesto contra la negativa del registrador mercantil 
XIII de Madrid a inscribir el nombramiento de consejero delegado y delegación de facultades en él de 
una sociedad de responsabilidad limitada, dice: “(…) es cierto que el artículo 249.1 de la Ley de 
Sociedades de Capital, después de la modificación realizada por el artículo único.24 de la Ley 
31/2014, de 3 de diciembre, dispone que el consejo de administración delegante podrá establecer “el 
contenido, los límites y las modalidades de delegación”. Pero de la interpretación sistemática de dicha 
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norma resulta que esa determinación del contenido y los límites de la delegación no autoriza para 
limitar el contenido típico del poder de representación.  

Como establece el artículo 233.d) de la Ley de Sociedades de Capital, el poder de representación 
puede atribuirse a uno o varios consejeros delegados, indicando el régimen de su actuación. Mas, el 
contenido o ámbito del poder de representación está inequívocamente delimitado, de modo 
imperativo, por el citado artículo 234 de la misma Ley.  

Esta interpretación queda confirmada a la vista del artículo 149 del Reglamento del Registro Mercantil 
(en relación con los artículos 185.3 y 192.2 del mismo), cuyo apartado 1 dispone que la inscripción 
del acuerdo del consejo de administración relativo a la delegación de facultades en uno o varios 
Consejeros Delegados y al nombramiento de estos últimos, deberá contener bien la enumeración 
particularizada de las facultades que se delegan, bien la expresión de que se delegan todas las 
facultades legal y estatutariamente delegables. Y en el apartado 3 establece que el ámbito del poder 
de representación de los órganos delegados será siempre el que determina la Ley en relación con los 
administradores, es decir el especificado en el artículo 234 de la Ley de Sociedades de Capital (que 
ha sustituido al artículo 129 de la derogada Ley de Sociedades Anónimas al que se remite 
expresamente el precepto reglamentario).  

El fundamento de esta tipificación del ámbito y el contenido del poder de representación de los 
consejeros delegados es, indudablemente, la protección de terceros, que no estarán obligados a 
realizar indagaciones sobre las limitaciones de aquel poder representativo derivadas de los estatutos 
o -como ocurre en el presente caso- del acuerdo de delegación, de modo que tales limitaciones serán 
ineficaces frente a terceros aun cuando se hallen inscritas en el Registro Mercantil”. RDGSJyFP de 
10 de febrero de 2021.  

Concursal. “(…) si en el procedimiento judicial se ha considerado que se han cumplido los requisitos 
que la Ley Concursal prevé para que se pueda llevar a cabo la cancelación de las hipotecas existentes 
sobre la finca, entendiendo que los acreedores con privilegio especial afectados han tenido la 
intervención adecuada en el proceso concursal, excede de las facultades de calificación que el artículo 
100 del Reglamento Hipotecario otorga a los registradores, el discrepar de esta valoración y entender 
incumplidos dichos requisitos. Debe recordarse también como este Centro Directivo ya manifestó (cfr. 
Resolución de 6 de agosto de 2014) que, en la cesión de un crédito hipotecario, dada la accesoriedad 
de la hipoteca respecto del crédito, lo relevante son las normas reguladoras de la cesión de créditos 
frente a las que regulan la cesión de hipotecas. Por lo que si el crédito hipotecario está extinguido en 
el procedimiento concursal (y el plan de liquidación ya estaba aprobado antes de la cesión del crédito 
hipotecario) aunque la situación concursal no esté publicada en el Registro de la propiedad, no puede 
invocar el cesionario la fe pública registral.  

Ciertamente el artículo 144 de la Ley Hipotecaria determina que «todo hecho o convenio entre las 
partes que pueda modificar o destruir la eficacia de una obligación hipotecaria anterior, como el pago 
(…) no surtirá efecto contra tercero, como no se haga constar en el Registro por medio de una 
inscripción nueva, de una cancelación total o parcial o de una nota marginal, según los casos». Pero 
el contenido de este precepto, de carácter general, debe ceder ante las normas especiales 
reguladoras de la cesión del crédito hipotecario. Estos hechos o convenios no pueden ser invocados 
por el cedente en su favor (puesto que ya no es acreedor), y, si bien no surten efecto contra el tercer 
adquirente de derechos reales en tanto no se hagan constar en el Registro (artículo 144 de la Ley 
Hipotecaria), no pueden por menos de afectar al que aparece como adquirente del crédito hipotecario 
(cfr. Resolución de 24 de abril de 1991) y cesionario sucesivo, cuando no se hizo oportunamente la 
notificación de la cesión al deudor (artículo 151 de la Ley Hipotecaria), en este caso en situación 
concursal”. 

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública estima el recurso 
interpuesto contra la nota de calificación del registrador de la propiedad de Alhama de Murcia, por la 
que se denegó la inscripción de un testimonio de auto de adjudicación de un inmueble y mandamiento 
de cancelación de cargas en procedimiento concursal. RDGSJyFP de 11 de febrero de 2021.  
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